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México, Distrito Federal, a veintidós de  febrero de dos mil cinco.

VISTOS para resolver los autos del expediente SUP-JLI-35/2004, formado con motivo del juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales de los servidores del Instituto Federal Electoral, promovido por J. Jesús Lule Ortega, en contra del Instituto Federal Electoral, y,

R E S U L T A N D O.

PRIMERO. Mediante escrito presentado el quince de diciembre de dos mil cuatro, en la Oficialía de Partes de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, J. Jesús Lule Ortega promovió demanda laboral en contra del Instituto Federal Electoral.

En la demanda, el actor impugnó la resolución de quince de noviembre de dos mil cuatro, dictada por el titular de la Contraloría Interna del instituto demandado en el expediente número CI/29/108/2004, relativo al procedimiento administrativo para la aplicación de sanciones, que determinó sancionar al actor con amonestación privada. El actor afirma, que la resolución reclamada le fue notificada el veinticinco de noviembre del año citado.

El actor sustentó sus reclamaciones en los hechos siguientes:

“1. El día veinticuatro de septiembre del presente año recibí del C.P. Mario Espínola Pinelo, Titular de la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral el oficio número C.I./1455/2004 en el que me comunicó las presuntas irregularidades administrativas que se me atribuían, y que consistían en que el suscrito ‘…habría ejercido recursos en adquisiciones de vehículos sin contar previamente con el oficio de autorización de Adecuaciones Presupuestales para el ejercicio dos mil tres, toda vez que la compra de seis vehículos de la marca Volkswagen, submarca Pointer, modelo dos mil cuatro, se realizó con fecha anterior al oficio de regularización de inversión emitido por la Dirección Ejecutiva de Administración’. En ese escrito se me indicaba que de acreditarse esos hechos se vulneraría lo dispuesto en el artículo 8, fracciones I, II y XXIV de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, la última fracción en relación con lo dispuesto por el Acuerdo de la Junta General Ejecutiva del Instituto Federal Electoral por el que se aprueban los Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuestales para el ejercicio dos mil tres en sus considerandos XV y apartado B de los lineamientos. En el mismo oficio se me requiere para que comparezca personalmente en las oficinas de esa contraloría interna a las diez horas del día ocho de octubre de dos mil cuatro, a efecto de que rindiera mi declaración en torno a los hechos que se me imputaron, apercibiéndome que en caso de no hacerlo se tendrían por ciertos los actos y omisiones que se me atribuían.   

2. En cumplimiento del oficio No. C.I./1455/2004 del C.P. Mario Espínola Pinelo, Titular de la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral, del día veinticuatro de septiembre de dos mil cuatro comparecí personalmente en las oficinas de la citada Contraloría Interna a las diez horas del día ocho de octubre de dos mil cuatro, según consta en “el Acta de comparecencia del ingeniero J. Jesús Lule Ortega, Vocal Ejecutivo de la Junta Local en el Estado de Tlaxcala”, misma que anexo al presente instrumento y no como falsamente lo afirma el Contralor Interno del Instituto Federal Electoral en el resultando 4 de su resolución administrativa impugnada.

3. En esa comparecencia no rendí declaración en torno a los hechos que se me imputaron, presentando, en cambio, oficio No. VE JLTX/1822/2004 de fecha seis de octubre de dos mil cuatro, dirigido al C.P. Mario Espínola Pinelo, Contralor Interno del Instituto Federal Electoral en el que se contienen mis argumentos y pruebas de defensa, en relación con los hechos que se me imputaron; escrito constante de siete fojas útiles escritas en uno solo de sus lados y rubricadas todas y cada una de ellas y ciento treinta y siete fojas en anexos, debidamente foliadas del 001 al 136, conteniendo por excepción un folio 004-A. Se anexa copia del oficio referido.

4. El día veinticinco de noviembre, a invitación del personal de la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral, comparecí voluntariamente en sus oficinas y fui notificado de la resolución administrativa impugnada, misma que contiene falsedades; no se cumplieron las formalidades esenciales del procedimiento ni fue emitida de manera completa e imparcial, dado que no se analizaron todos y cada uno de los argumentos y pruebas de defensa que hice valer en ese procedimiento, y la sentencia o resolución administrativa no fue conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley y a falta de esta no se fundó en los principios generales del derecho; por las siguientes razones:

· Se afirma en el considerando 4, que no comparecí personalmente al citatorio que me formuló el C.P. Pinelo a las diez horas del día ocho de octubre, cosa que se acredita con el “Acta de comparecencia del ingeniero J. Jesús Lule Ortega, Vocal Ejecutivo de la Junta Local en el Estado de Tlaxcala” que anexé en el punto 2 de este apartado y que después el mismo Contralor reconoce en el considerando III de su resolución administrativa.

· En el último párrafo del considerando III de su resolución administrativa, el C.P. Pinelo afirma que mis pruebas documentales las ofrecí en escrito de fecha siete de octubre de dos mil cuatro, lo que también es falso, pues en esa fecha ni elaboré ni entregué escrito alguno. Esas pruebas las ofrecí mediante oficio No. VE JLTX/1822/2004 de fecha seis de octubre de dos mil cuatro, dirigido al C.P. Mario Espínola Pinelo, Contralor Interno del Instituto Federal Electoral en el que se contienen además, mis argumentos de defensa. Este documento se relaciona en el capítulo de pruebas.

· En los argumentos del considerando IV de la resolución administrativa, el Contralor Interno del Instituto Federal Electoral reconoce que el suscrito acreditó haber contado con el oficio de autorización de inversión para la adquisición de cinco de los seis vehículos que originalmente me imputaba haber adquirido sin oficio previo de autorización de inversión, por lo cual los vicios de su resolución se centran en acreditarme responsabilidades administrativas por haber adquirido un vehículo, sin contar previamente con el oficio de autorización de inversión, es decir, por no analizar y valorar debidamente los argumentos y pruebas que desvirtúan esa acusación y que sustentan su resolución impugnada. Por lo anterior, a continuación sólo argumentaré lo relativo a ese sexto vehículo.

· En el último párrafo del considerando III de su resolución administrativa, el C.P. Pinelo afirma que mis pruebas documentales ofrecidas fueron admitidas y desahogadas por su propia y especial naturaleza, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 79, 87, 93, fracción II, 129 y 130 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y que se les otorga pleno valor probatorio conforme a lo dispuesto por los artículos 197, 202, 203, 207 y 208 del citado Código Federal de Procedimientos Civiles. Sin embargo, eso no resulta cierto, puesto que no se les otorgó pleno valor probatorio, es más, no se les otorgó ningún valor probatorio a las pruebas que menciono como anexos de los puntos 6, 7, 8, 10 y 11, en mi oficio No. VE JLTX/1822/2004 de fecha seis de octubre de dos mil cuatro, dirigido al C.P. Mario Espínola Pinelo, Contralor Interno del Instituto Federal Electoral, en el que se contienen mis argumentos y pruebas de defensa y que están identificados como anexos número 2 (en particular el acta de sesión extraordinaria número 09/2003, del Subcomité de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios de la Junta Local Ejecutiva del Instituto Federal Electoral en el Estado de Tlaxcala) 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11 y 12. De haberles otorgado pleno valor probatorio a estas pruebas, el señor Contralor Interno del Instituto Federal Electoral se hubiera percatado de lo siguiente: Que no fue el suscrito quien ordenó la modificación del pedido-contrato para que incluyera la adquisición de un vehículo adicional a los cinco originalmente licitados, sino que fue un órgano colegiado constituido en términos del artículo 134 constitucional  y de la Ley de Adquisiciones, Arrendamiento y Servicios del Sector Público y a lo que estableció en su momento la SECODAM para su integración y funcionamiento, es decir, un órgano jerárquicamente superior al suscrito, en la materia que nos ocupa. Se relaciona el acta mencionada en mí capítulo de pruebas.

· No obstante lo anterior, también debió percatarse el Contralor Interno del Instituto Federal Electoral de que el suscrito contaba con la autorización expresa de la Dirección Ejecutiva de Administración, por conducto del Subdirector de Presupuesto, de adquirir el sexto vehículo, en el entendido de que posteriormente se regularizaría la adquisición con la emisión del oficio de autorización de inversión, como así ocurrió posteriormente. Lo anterior hubiera sido evidente si se les hubiera otorgado valor probatorio a mis pruebas numeradas como anexos 3 y 4, en mi oficio No. VEJLTX/1822/2004, de fecha seis de octubre de dos mil cuatro, dirigido al C.P. Mario Espínola Pinelo, Contralor Interno del Instituto Federal Electoral, mismas que hago valer nuevamente como pruebas.

· Si el señor Contralor Interno le hubiera dado valor probatorio a mis pruebas presentadas como anexos 5, 6, 7, 8, 9 y 10 de mil oficio No. VE JLTX/1822/2004, de fecha seis de octubre de dos mil cuatro y hubiera respetado mi garantía constitucional del párrafo cuarto del artículo 14 constitucional de que la sentencia debió ser conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a la falta de ésta se fundará en los principios generales del derecho, se hubiera percatado que es costumbre, o al menos lo fue durante el año dos mil tres, que la Dirección Ejecutiva de Administración autorizara verbalmente adquisiciones, sin contar previamente con el oficio de autorización de inversión, convalidando o regularizando posteriormente el acto al emitir el correspondiente oficio de autorización de inversión. Nuevamente relaciono como pruebas los documentos mencionados.

Ahora bien, dado que el señor Contralor Interno del Instituto Federal Electoral debió respetar mi garantía consagrada en el párrafo cuatro del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de que la sentencia debió ser conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a la falta de ésta se fundará en los principios generales del derecho, cosa que no ocurrió debido a que no fueron tomadas en cuenta ni las pruebas ni los argumentos de defensa que aludieron a la costumbre como fuente del derecho o a la interpretación jurídica de la ley, nuevamente hago valer los siguientes argumentos.

· El último párrafo del apartado B de los Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuestarias para el Ejercicio Fiscal dos mil tres señala que “en el caso de partidas de los capítulos 5000 y 6000, se requiere solicitar a la Dirección Ejecutiva de Administración, el registro de la operación y la autorización de su ejercicio, quién expedirá el oficio de autorización de inversión”. Por lo tanto, dado que el registro de la operación se me comunicó en el oficio No. SP/1351/2003, del treinta de agosto de dos mil tres y su aplicación se me autorizó en el similar SP/1468/2003, del veintitrés de septiembre de dos mil cuatro, mediante el cual me remiten el oficio de autorización de inversión DEA/853/2003 del diecinueve de septiembre de dos mil tres, en una interpretación gramatical de la norma, de conformidad con el párrafo cuarto del artículo 14 Constitucional y el párrafo 2 del artículo 3 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, no se violó la norma, toda vez que en esas comunicaciones se me autoriza a ejercer esos recursos, según los lineamientos aplicables arriba citados, pues en ellos no se señala que deberá especificarse cada bien a adquirir en el oficio de autorización de inversión. Y dado que en todo caso el suscrito contaba con un oficio de autorización de inversión previo para la adquisición de vehículos, implica que el suscrito cumplió cabalmente con lo señalado en el último párrafo del apartado B de los lineamientos en cita, según esta interpretación y en consecuencia, no hay tal vulneración de las disposiciones de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servicios Públicos que el Contralor Interno del Instituto Federal Electoral me atribuye. Todos estos documentos se relacionan como pruebas.

· El día veinte de enero de dos mil cuatro se recibió en la Junta Local de Tlaxcala el oficio de autorización de inversión DEA/1262/2003 para la adquisición de un vehículo, fechado el treinta de diciembre de dos mil tres, lo que en mi opinión convalida el supuesto acto que se me imputó y por el cual fui encontrado culpable, dado que el oficio de autorización de inversión no es un prerrequisito indispensable para el ejercicio de los recursos y la costumbre jurídica también lo prueba, como más adelante quedará plenamente demostrado.

·  La doctrina constitucional (párrafo cuarto del artículo 14) y el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales consideran a la costumbre como un principio general del derecho y una fuente del derecho, y en ese sentido, es costumbre o práctica común que ante necesidades del ejercicio de recursos del capítulo 5000 y por el rezago que existe en la emisión de los oficios de autorización de inversión, la Dirección Ejecutiva de Administración emita instrucciones verbales sobre el ejercicio de esos recursos, convalidando después esos actos mediante la emisión del correspondiente oficio de autorización de inversión. Para probar mi dicho, cito el contenido de los oficios números J.L.TX.1370/03, del veintitrés de junio, J.LTX.2077/03, del diecinueve de septiembre, ambos del dos mil tres y emitidos por el suscrito, JDE01A/0478/2003, del Vocal Ejecutivo del Distrito 01 en este Estado, DRF/510/2004, del veintisiete de mayo de dos mil cuatro emitido por la Dirección de Recursos Financieros, No. J.L.TX.CA.1045/04, del siete de junio de dos mil cuatro que contiene mi respuesta y No. SP/1030/2004, del seis de agosto de dos mil cuatro de la Subdirección de Presupuesto, mediante el cual recibo oficio de autorización de inversión parcial DEA/1431/2003 fechado el treinta de diciembre de dos mil tres, estos documentos se mencionaron y adjuntaron previamente como Anexos 5, 6, 7, 8, 9 y 10, respectivamente. Asimismo y como prueba superveniente, adjunto debidamente relacionado oficio No. SP/1818/2004 de fecha veinticinco de noviembre del dos mil cuatro que recibo en atención al oficio No. J.L.T.X/1760/2004, por el cual me envían originales de oficios de regularización de inversión de dos mil tres.

· Por otro lado, es obligado en toda autoridad respetar el principio de jerarquía de las normas y es el caso que el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, que reglamenta el artículo 41 constitucional, en su artículo 101, párrafo 1 señala las atribuciones de los Vocales Ejecutivos de las Juntas Locales. Esas atribuciones, como es sabido, son derechos y a la vez obligaciones. Por lo tanto, de conformidad con la teoría constitucional de la jerarquía de las normas, es prioritario que los Vocales Ejecutivos cumplan con la obligación que les impone la citada ley reglamentaria, incluso ante un conflicto entre un lineamiento, orden o circular con esa ley, debe prevalecer la última por ser de mayor jerarquía, lo que implica que debe ser prioritario el cumplimiento de las obligaciones de los Vocales Ejecutivos, en particular la de proveer a las Juntas Distritales Ejecutivas y a sus Vocalías los elementos necesarios para el cumplimiento de sus funciones, que el cumplimiento de disposiciones de carácter administrativo y de menor jerarquía. Dado el insuficiente y deteriorado parque vehicular con que en ese momento contaba esta delegación, era prioritaria la adquisición del vehículo que nos ocupa y a ello se debió la aprobación del Subcomité de Adquisiciones Arrendamientos y Servicios para modificar el pedido-contrato para que incluyera la adquisición de un vehículo adicional a los cinco originalmente licitados. Ese cometido no se hubiera logrado de otra manera, dada la proximidad del cierre del ejercicio presupuestal dos mil tres, en virtud de que el día veinticuatro de noviembre de dos mil tres se recibió comunicación de la Dirección Ejecutiva de Administración señalando el quince de diciembre del mismo año como fecha de cierre técnico del ejercicio dos mil tres y como último día para recibir comprobación del gasto el día nueve de enero de dos mil cuatro. Esta necesidad quedó manifiesta en mis oficios No. VE JLTX.1692/2003 y VE JLTX.1693/2003, ambos del veintitrés de julio de dos mil tres, dirigidos al Director Ejecutivo de Administración y al Director Ejecutivo de Organización Electoral del Instituto, respectivamente, de los cuales adjunto copia, como pruebas respectivamente. La comunicación del cierre técnico del ejercicio dos mil tres se relaciona como prueba igualmente.        

· Por otra parte, el supuesto acto que se me imputa y por el cual me encuentra culpable el Contralor Interno del Instituto Federal Electoral, dice que vulnera lo dispuesto por el artículo 8 fracciones I, II y XXIV, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, la última fracción en relación con lo dispuesto por el Acuerdo de la Junta General Ejecutiva del Instituto Federal Electoral por el que se aprueban los Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuestales para el ejercicio dos mil tres en su considerando XV y apartado B de los lineamientos. De conformidad con el artículo 14 constitucional, las disposiciones de los lineamientos deben ser interpretadas en primer término bajo el criterio gramatical que establece el artículo 14 constitucional y el párrafo 2 del artículo 3 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, de donde se desprende lo siguiente:

·  El considerando XV de los Lineamientos establece "que en el acuerdo señalado en el considerando que antecede, se establece que la Secretaría Ejecutiva y la Dirección Ejecutiva de Administración autorizarán las adecuaciones al presupuesto, siempre que permitan un mejor cumplimiento de los objetivos de los programas del instituto o en las actividades convenidas, en su caso, con institutos estatales electorales o gobiernos de los estados, razón por la cual resulta procedente que la Junta General Ejecutiva emita el acuerdo que se propone". En mi opinión, resultan ser dos actos administrativos distintos la adecuación al presupuesto y la obtención del oficio de autorización de inversión, dado el criterio de interpretación antes señalado; y es el caso que la adecuación al presupuesto para la adquisición de los seis vehículos se obtuvo el día treinta de agosto de dos mil tres, mediante oficio No. SP/1351/2003 y el ejercicio de los recursos fue posterior, como se muestra en la cronología aludida en el punto 2 y su soporte documental, por lo que no hay vulneración a lo dispuesto por los Lineamientos aprobados por la Junta General    Ejecutiva    ni   a    lo   dispuesto    en    la    Ley    Federal    de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos. Ese oficio se relaciona como prueba.
· Lo anterior, en virtud que el apartado B de los lineamientos que nos ocupan señala que ‘las adecuaciones presupuestarias compensadas siempre que se soliciten con oportunidad y debidamente motivadas y justificadas por las unidades responsables solicitantes, y resulten procedentes, las tramitará la Dirección Ejecutiva de Administración y someterá a las instancias correspondientes de manera tal, que el ejercicio de los recursos en cuestión se efectué una vez aprobada la adecuación correspondiente’. Una vez más, este apartado sólo señala la adecuación presupuestaria previamente obtenida a la adquisición de los seis vehículos y nunca la obtención del oficio de autorización de inversión, por lo que nuevamente, dado el criterio de interpretación antes señalado, no hay vulneración a lo dispuesto por los lineamientos aprobados por la Junta General Ejecutiva ni a lo dispuesto en la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos.

· Esto se sustenta en que los propios lineamientos en cita aprobados por la Junta General Ejecutiva definen a las adecuaciones presupuestarias como "las modificaciones a la estructura funcional-programática, administrativa y económica del presupuesto de egresos que se realizan durante el ejercicio fiscal" y a las adecuaciones compensadas como "las que corresponden a incrementos en determinadas partidas de la estructura programática vigente, que son compensadas con decrementos en otras". Es decir, como un acto administrativo totalmente ajeno a la obtención del oficio de autorización de inversión.

· Una vez que se ha establecido la diferencia entre "la aprobación de la adecuación presupuestaria compensada" y "el oficio de autorización de inversión" (primer y último párrafo, respectivamente, del apartado B de los Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuestarias para el Ejercicio Fiscal dos mil tres) debe quedar claro que legalmente sí se establece de manera expresa la obligación de que las adecuaciones compensadas se soliciten con oportunidad, debidamente motivas y justificadas y, fundamentalmente, que el "ejercicio de los recursos en cuestión, se efectúe una vez aprobada la adecuación correspondiente", elementos que se cubrieron estricta y legalmente como ha quedado demostrado; pero para el caso de las partidas de los capítulos 5000 y 6000, se requiere además solicitar a la Dirección Ejecutiva de Administración ‘...el registro de la operación y la autorización de su ejercicio’ lo que se establece textualmente en el último párrafo del apartado B de los lineamientos respectivos, elementos que también fueron cubiertos en el caso que nos ocupa cabalmente, pues se hizo la solicitud del registro de la operación y la autorización de su ejercicio mediante oficios No. J.L.TX.1694/03 de fecha veintitrés de julio y No. J.L.TX.1681/03 del veintidós de julio, J.L.TX.1830/03 del seis de agosto y J.L.TX.2473/03 del veinticuatro de noviembre, todos del dos mil tres, antes del ejercicio de los recursos. Es decir, se cumplió con los multicitados Lineamientos y con el procedimiento contemplado en ellos, bajo los extremos legales requeridos porque los citados lineamientos jamás condicionan el ejercicio del gasto a la existencia previa del "oficio de autorización de inversión", lo que no sucede con el requisito indispensable y expreso de que se cuente con la "autorización de la adecuación compensada" para efectuar el ejercicio de los recursos, criterio que además de contenerse explícitamente en los lineamientos como ya he señalado, se fortalece por dos argumentos claramente definidos: primero, mientras se prohíbe tramitar adecuaciones compensadas después del veintiocho de noviembre de dos mil tres (numeral 6 del Procedimiento para la Autorización de Adecuaciones Presupuestarias para el Ejercicio Fiscal dos mil tres) no se establece este obstáculo para la obtención del "oficio de autorización de inversión" y, segundo, porque con base en lo anterior el espíritu de los lineamientos radica en cuidar escrupulosamente el procedimiento para la autorización de cada adecuación compensada, por eso la fija como requisito sine cua non y previo para el ejercicio del gasto, mientras que el "oficio de autorización de inversión" también se establece como un requisito indispensable, pero no previo, para el ejercicio de los recursos, lo que se puede probar en el caso concreto con el oficio de autorización para el sexto vehículo, expedido por la Dirección Ejecutiva de Administración que es el número DEA/1262/2003, de fecha treinta de diciembre de dos mil tres, ya que si adoptáramos el criterio de que el oficio de autorización debe existir con anterioridad al ejercicio, hubiera sido material y jurídicamente imposible adquirir ese bien indispensable para los trabajos en esta delegación, cuya adecuación presupuestaria había sido previamente autorizada, ya que como lo establecen los lineamientos del caso en esa fecha se cierra toda posibilidad de ejercer cualquier recurso. Los documentos citados se adjuntan al presente, en el capítulo de pruebas.

· Por otra parte y en relación con el primer agravio que he manifestado en este recurso, no debe olvidarse el espíritu o función de la ley al momento de aplicar las normas; la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, en mi opinión, persigue asegurar en el servicio público su ejercicio honesto, eficiente, eficaz y bajo principios éticos y morales. En ese sentido, el suscrito ha desempeñado funciones en el Instituto Federal Electoral desde el primero de septiembre de mil novecientos noventa y tres, siempre apegado a esos principios y en consecuencia, no es justo, no es ético y no es moral que por una resolución con errores y falsedades; sin cumplir las formalidades esenciales del procedimiento, mediante el análisis de todos y cada uno de los argumentos y pruebas de defensa que hice valer en ese juicio; sin considerar estrictamente la letra o la interpretación jurídica de la ley, y a la falta de ésta fundarla en los principios generales del derecho; sin ser completa e imparcial, se manche mi expediente”.
SEGUNDO. Para mayor claridad del planteamiento del actor, se transcriben las consideraciones en las que se sustentó la resolución reclamada, dictada en el expediente CI/29/108/2004:

“IV. De los presuntos hechos irregulares que se atribuyeron al ingeniero J. Jesús Lule Ortega, mediante el oficio-citatorio No. CI/1452/2004 de fecha veinticuatro de septiembre del dos mil cuatro, de las manifestaciones de defensa hechas valer por el citado ingeniero Lule Ortega mediante oficio No. VE JLTX/1822/2004, de fecha seis de octubre del dos mil cuatro presentado ante esta Contrataría Interna el día ocho de octubre del presente año, de las pruebas que aportó y de las constancias que integran el expediente que se resuelve, se determina lo siguiente:

Por cuanto hace a la irregularidad atribuida al ingeniero J. Jesús Lule Ortega, Vocal Ejecutivo de la Junta Local en el Estado de Tlaxcala, consistente en que habría ejercido recursos para la adquisición de vehículos sin contar previamente con el oficio de autorización de inversión, conforme a lo establecido en los Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuestales para el ejercicio dos mil tres, toda vez que la compra de seis vehículos marca Volkswagen, submarca Pointer, todos modelos dos mil cuatro, se realizó con fecha previa a la emisión del oficio de regularización de inversión, por parte de la Dirección Ejecutiva de Administración del Instituto; al respecto, mediante oficio No. VE JLTX/1822/2004, de fecha seis de octubre del dos mil cuatro, el ingeniero Lule Ortega señaló en los puntos identificados como 4 y 5 del oficio de referencia, que mediante oficio No. SP/1468/2003, de fecha veintitrés de septiembre del dos mil tres, le fue remitido el diverso oficio de autorización de inversión No. DEA/853/2003, de fecha diecinueve de septiembre del dos mil tres, sin que se haya rebasado el monto autorizado para dichas adquisiciones, siendo que el pedido contrato para la adquisición de los vehículos se firmó el día diecinueve de noviembre del dos mil tres, es decir, posteriormente a contar con el oficio de autorización de inversión, adquisiciones que se acreditan con las facturas números 36588, 36587, 36586, 36585 y 36583, de fecha veintisiete de noviembre del dos mil tres, expedidas por la empresa Servicios Especiales de Ventas Automotrices, S.A. de C.V., a nombre del Instituto Federal Electoral, por la compra de seis vehículos marca Volkswagen, tipo Pointer City, documentales a las cuales se les otorga pleno valor probatorio, conforme lo establecido en los artículos 197, 202, 203 y 207 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, con las cuales se desvirtúan parcialmente las conductas irregulares atribuidas al ingeniero J. Jesús Lule Ortega, Vocal Ejecutivo de la Junta Local en el Estado de Tlaxcala, toda vez que acredita haber contado con el oficio de autorización de inversión respectivo, previamente a realizar las adquisiciones de cinco de los seis vehículos de referencia.
En efecto, el ingeniero Lule Ortega acredita haber recibido el oficio de autorización de inversión No. DEA/853/2003, de fecha diecinueve de septiembre del dos mil tres, emitido, por la Dirección Ejecutiva de Administración del Instituto, a través del diverso oficio No. SP/1468/2003, de fecha veintitrés de septiembre del dos mil tres, suscrito por el Subdirector de Presupuesto del Instituto, mediante el cual se autorizó la adquisición de cinco vehículos, la cual llevó a cabo con fecha veintisiete de noviembre del dos mil tres, sin haber rebasado el monto autorizado de inversión que fue por la cantidad de $488,210.00 (cuatrocientos ochenta y ocho mil doscientos diez pesos 00/100 M.N.), toda vez que el precio de los cinco vehículos fue de $365,000.00 (Trescientos sesenta y cinco mil pesos 00/100 M.N.) y como se acredita con las facturas números 36588, 36587, 36586, 36585 y 36583, expedidas por la empresa Servicios Especiales de Ventas Automotrices, S.A. de C.V., a favor del Instituto Federal Electoral, de lo que se desprende que el ingeniero Lule Ortega se ajustó a lo establecido en los Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuestales para el ejercicio dos mil tres, para la compra de los cinco vehículos antes referidos.
No obstante lo anterior, en los puntos 6 y 9 del oficio No. VE JLTX/1822/2004, el ingeniero J. Jesús Lule Ortega manifiesta que el monto autorizado en el concepto de vehículos y equipo terrestre del oficio de autorización de inversión No. DEA/853/2003, de fecha diecinueve de septiembre del dos mil tres, no había sido rebasado por la adquisición de los cinco vehículos anteriores; no obstante, con fecha diecinueve de noviembre del dos mil tres,    procedió   a   obtener   la   autorización   del   Subcomité   de Adquisiciones,  Arrendamientos y Servicios  de la Junta Local de Tlaxcala, a efecto de adquirir un vehículo adicional a los cinco vehículos antes referidos, por lo que mediante oficio No. J.L.TX.2473/03, de fecha  veinticuatro de noviembre del dos mil tres, el ingeniero Lule Ortega solicitó nuevamente a la Dirección Ejecutiva de Administración, un oficio de autorización de inversión para la adquisición de un vehículo adicional, habiéndose   emitido   el   oficio   de   autorización   de   inversión   No. DEA/1262/2003, de fecha treinta de diciembre del dos mil tres, para la adquisición del vehículo adicional, el cual le fue remitido a la Junta Local de Tlaxcala hasta el día veinte de enero del dos mil cuatro y que trata de una regularización de, (sic) sin embargo, el vehículo adicional fue adquirido con fecha primero de diciembre del dos mil tres, tal y como se desprende de la factura No. 36596 de esa misma fecha, expedida por la empresa Servicios    Especiales de Ventas Automotrices S.A. de C.V., a favor de este Instituto, documentales que obran en los autos del expediente en que se actúa y a las cuales se les otorga valor probatorio con fundamento en lo establecido en los artículos 197, 202, 203 y 207 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los   Servidores Públicos, con las cuales se acredita que el ingeniero J. Jesús Lule Ortega, Vocal Ejecutivo de la Junta Local en el Estado de Tlaxcala, realizó la adquisición de un vehículo sin contar con el oficio de autorización de inversión respectivo, toda vez que fue hasta el día veinte de enero del dos mil cuatro en que recibió el oficio correspondiente, tal y como lo reconoce en el oficio No. VE JLTX/1822/2004 de fecha seis de octubre del dos mil cuatro mediante el cual el referido servidor público realiza    sus manifestaciones de defensa, acreditándose de esta   forma la adquisición irregular que realizó el ingeniero Lule Ortega de un vehículo, por no contar al momento de la adquisición con el oficio de autorización de inversión respectivo, con lo que habría transgredido lo establecido en los Lineamientos para la Autorización Adecuaciones Presupuestales para el ejercicio dos mil tres.                       

En este orden de ideas, resulta importante señalar que con las diversas manifestaciones adicionales de defensa que realiza el ingeniero J. Jesús Lule Ortega, mediante el oficio No. VE JLTX/1822/2004, de fecha seis de octubre del dos mil cuatro, no desvirtúa la irregularidad que le fue atribuida mediante oficio-citatorio No. CI/1455/2004, de fecha veinticuatro de septiembre del dos mil cuatro, toda vez que tal y como se señaló anteriormente, ha quedado acreditado que el ingeniero Lule Ortega realizó la adquisición de cinco vehículos contando previamente con el oficio de autorización de inversión No. DEA/853/2003, de fecha diecinueve de septiembre del dos mil tres, que le autoriza la compra de cinco vehículos, tal y como se desprende de la lectura del oficio de referencia; sin embargo, el servidor público presunto responsable no acredita haber contado oportunamente con el oficio de autorización de inversión, para realizar la adquisición de un vehículo adicional, adquisiciones que han quedado demostradas con las seis facturas números 36588, 36587, 36586, 36585, 36583 y 36596 antes referidas, mismas que fueron expedidas por la empresa Servicios Especiales de Ventas Automotrices, S.A. de C.V., a favor del instituto, por tal motivo, sus manifestaciones de defensa no desvirtúan las irregularidades que le son atribuidas, toda vez que en ningún momento acredita haber contado oportunamente con el oficio de autorización de inversión correspondiente, para la adquisición de un vehículo adicional a los cinco vehículos que previamente ya le habían sido autorizados para adquirir, el cual debe ser expedido previamente por la Dirección Ejecutiva de Administración del Instituto, para la adquisición de bienes de conformidad con los Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuestales para el ejercicio dos mil tres.

Con apoyo en lo expuesto a lo largo del presente considerando, se acredita que el ingeniero J. Jesús Lule Ortega, Vocal Ejecutivo de la Junta Local en el Estado de Tlaxcala, realizó un ejercicio de recursos en adquisiciones de un vehículo, sin contar previamente con el oficio de autorización de inversión correspondiente, configurándose responsabilidad administrativa a cargo del citado ingeniero Lule Ortega, en términos de lo dispuesto por el artículo 8º,  fracciones I, II y XXIV de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, esta última fracción en relación con el Acuerdo de la Junta General Ejecutiva del Instituto Federal Electoral, por el que se aprueban los Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuestales para el ejercicio dos mil tres, en lo establecido en su considerando XV y en la fracción II, apartado B, número 2, inciso c), tercer párrafo de los referidos lineamientos, toda vez que en el presente considerando, quedó acreditado que el ingeniero J. Jesús Lule Ortega ejerció recursos adquiriendo un vehículo, sin contar previamente con el correspondiente oficio de autorización de inversión que señalan los lineamientos antes referidos.

V. Con base en los razonamientos expuestos en el considerando IV de la presente resolución, se determina que el ingeniero J. Jesús Lule Ortega, incurrió en responsabilidad administrativa por las conductas de acción y omisión que se precisan en el propio considerando IV, las cuales deben ser sancionadas, por lo que de conformidad con el artículo 14 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, es necesario tomar en cuenta los siguientes elementos:               

Que las conductas irregulares en que incurrió el ingeniero J. Jesús Lule Ortega, al incumplir con las obligaciones que tiene todo servidor público de salvaguardar la legalidad y eficiencia en el desempeño de su cargo, al no haber observado con las disposiciones relativas a los "Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuestales para el ejercicio dos mil tres", emitidos mediante Acuerdo de la Junta General Ejecutiva del Instituto Federal Electoral por el que se aprobaron los referidos Lineamientos, realizando con esas conductas irregulares la adquisición de un vehículo marca Volkswagen, tipo Pointer, siendo importante señalar que no se causó daño-patrimonial a este instituto, toda vez que ese vehículo se encuentran en servicio en la Junta Local en el Estado de Tlaxcala y no se trata de conductas irregulares consideradas como graves, al no ubicarse en los supuestos previstos en el antepenúltimo párrafo del artículo 13 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos.
Que en lo que respecta a las circunstancias socio-económicas del ingeniero J. Jesús Lule Ortega, es de señalarse que es de nivel socioeconómico medio, toda vez que durante el periodo en que se ha desempeñado como Vocal Ejecutivo de la Junta Local en el Estado de Tlaxcala, percibe como servidor público del Instituto un sueldo mensual de $60,255.00 aproximadamente, ocupando un nivel jerárquico que lo ubica como personal de mando medio dentro de este Instituto. En cuanto al nivel de estudios, el ingeniero Lule Ortega cuenta con estudios de Ingeniería y tiene una antigüedad como trabajador del Instituto de aproximadamente 13 años y 11 meses, hasta la fecha en que se emite la presente resolución, toda vez que causó alta en este organismo el día primero de diciembre del año mil novecientos noventa, según el registro de servidores públicos de este órgano interno de control, el cual contiene la información proporcionada en su oportunidad por el propio ingeniero Lule  Ortega.
Que el ingeniero J. Jesús Lule Ortega no ha incurrido en reincidencia, ya que de los antecedentes que obran en los archivos de esta Contraloría Interna, se advierte que es la primera ocasión que esta autoridad instaura un procedimiento administrativo en contra del citado servidor público, por incumplimiento a las disposiciones contenidas en la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos.

Por estas consideraciones y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 108, 109, fracción III y 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 2º, 3º, fracción VI, 7º, 8º fracciones I, II y XXIV, 11, 13, fracción I, 14, 16, fracción I, 20, 21, 30 y Sexto Transitorio de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el trece de marzo del dos mil dos, así como el punto segundo, apartado 1, incisos I) y m) del Acuerdo del Consejo General mediante el que se adecuan las funciones del Órgano Interno de Control del Instituto Federal Electoral, publicado en el Diario Oficial de la Federación con fecha primero de noviembre del dos mil dos, los artículos 4º, fracción IV, inciso a) y 76, apartado 1, incisos I) y m) del Reglamento Interior del Instituto Federal Electoral y los numerales 169 y 170, primer párrafo, del Estatuto del Servicio Profesional Electoral y del Personal del Instituto Federal Electoral, esta Contraloría Interna determina imponer al ingeniero J. Jesús Lule Ortega, la sanción administrativa consistente en una amonestación privada, tomando en cuenta que no existió daño patrimonial, esto para el efecto de que el servidor público sancionado se abstenga en lo subsecuente de incurrir en actos u omisiones que impliquen infracciones administrativas por incumplimiento a las leyes y normatividad aplicable al servicio público que desempeña; asimismo, de conformidad con lo dispuesto con el artículo 16, fracción I de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, la sanción impuesta será ejecutada por conducto del titular de la Dirección Ejecutiva del Servicio Profesional Electoral del Instituto, una vez que este órgano interno de control le notifique a dicha dirección ejecutiva la presente resolución administrativa.

Por lo anteriormente expuesto y fundado es de resolverse y se

RESUELVE:

PRIMERO. Con base en los razonamientos señalados en los considerandos IV y V de la presente resolución, quedó acreditado que el ingeniero J. Jesús Lule Ortega, incurrió en responsabilidad administrativa por las conductas de acción y omisión precisadas en los citados considerandos.

SEGUNDO. Se impone al ingeniero J. Jesús Lule Ortega, la sanción administrativa prevista en el artículo 13, fracción, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, consistente en una amonestación privada”.                                                         
TERCERO. En el escrito de demanda, la parte actora manifestó que la resolución impugnada le causa los agravios siguientes:

“1. Esta resolución administrativa me causa agravio debido a que a futuro me afecta tanto en mi patrimonio como en mi status laboral, al manchar injustamente mi expediente como miembro del Servicio Profesional Electoral, toda vez que en términos del artículo 24 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servicios Públicos, esta sanción impuesta se asentará para que surta sus efectos administrativos legales en el registro a que se refiere el artículo 40 de la misma ley invocada, dejando un antecedente indeseable e injusto, repito, como lo demostraré más adelante.

Igualmente esta resolución me causa agravio debido a que interrumpe de manera definitiva mi trayectoria profesional como miembro del Servicio Profesional Electoral del Instituto Federal Electoral, ya que si tomamos en cuenta que para ejercer de manera plena mis derechos como miembro de este servicio, tal y como lo contemplan las fracciones IV, VI, VII, IX, y demás relativas del artículo 142 del Estatuto del Servicio Profesional Electoral y del Personal del Instituto Federal Electoral, al aceptar esta sanción que se me pretende imponer injustamente, quedaría registrada en mi expediente y me imposibilitaría para avanzar dentro de esta gran institución a la que he entregado parte de mi vida y todos mil conocimientos adquiridos a lo largo de mi formación profesional.

La misma resolución me causa agravio en virtud de que definitivamente inhibe mi superación profesional y personal, ya que si tomamos en cuenta que cuando un servidor público, de cualquier nivel, con una vocación de servicio intachable es cuestionado y sancionado injustamente, su estado de ánimo ya no es el mismo, pues efectivamente como lo afirma la autoridad resolutota no se causó daño patrimonial a la institución, nunca se tuvo ni se ha tenido la intención de dañar ni mucho menos de vulnerar el marco legal, por el contrario, en el afán de eficientar los recursos para el logro de las metas institucionales he puesto mi mejor esfuerzo y mi superación personal y profesional permanentemente al servicio de esta gran institución, por lo que considero injusto se me aplique dicha sanción por mínima que ésta sea.

Me causa agravio porque de forma definitiva inhibe y limita las decisiones que en un futuro se toman en razón de mis atribuciones como Vocal Ejecutivo de la Junta Local Ejecutiva del Instituto Federal Electoral, toda vez que el sexto vehículo se compró entre otras razones por mediar solicitud por escrito de la Junta Distrital Ejecutiva 02 y porque se sometió dicha solicitud de adquisición a la aprobación del Subcomité de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios de esta Junta Local Ejecutiva, donde este órgano colegiado aprobó por unanimidad tal decisión, situación que ha quedado demostrada con los documentos correspondientes, amén de los alcances legales que me imponen los artículos; 41, fracción III, párrafos 2 y 8 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 68, 69, 70, 71, 98, 100, 101, párrafo 1, inciso f) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 144 y demás relativos del Estatuto del Servicio Profesional Electoral y del Personal del Instituto Federal Electoral.

2. Esta resolución también me causa agravio por violar mis garantías individuales de legalidad y audiencia consagradas en el párrafo segundo del artículo 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de que en el juicio en que se tomó la resolución que nos ocupa se debieron cumplir las formalidades esenciales del procedimiento, valorando debidamente las pruebas mediante el análisis de todos y cada uno de los argumentos de defensa y elementos objetivos que hice valer en ese procedimiento, cosa que no sucedió, como también quedará posteriormente demostrado; así como la consagrada en el artículo 17, párrafo 2, de la citada ley fundamental, al no haberse dictado una resolución completa e imparcial en el citado procedimiento”.

CUARTO. Por acuerdo de quince de diciembre de dos mil cuatro, el magistrado presidente de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación ordenó el registro del expediente en que se actúa, así como el turno de éste al magistrado Mauro Miguel Reyes Zapata, para los efectos previsto en el Libro Quinto de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

QUINTO. Por oficio TEPJF-SGA-2858/04, de la fecha señalada, el Secretario General de Acuerdos de esta sala, puso a disposición del magistrado Mauro Miguel Reyes Zapata el expediente referido.

SEXTO. En auto de veinte de diciembre de dos mil cuatro, se radicó el asunto y se ordenó agregar a los autos copia certificada del acuerdo general de esta Sala Superior de primero de diciembre de ese año, en el que se determinó la suspensión de la tramitación y de los plazos de ley, en los juicios para dirimir los conflictos o diferencias laborales de los servidores del Instituto Federal Electoral, y los trámites y plazos se reanudarían el tres de enero de dos mil cinco.

SÉPTIMO. El tres de enero de dos mil cinco, el magistrado instructor admitió a trámite la demanda, ordenó emplazar a la parte demandada y correrle traslado con copias certificadas de la demanda y con copias simples de sus anexos, para que, entre otras cuestiones, contestara lo que a su derecho conviniera.

OCTAVO. Por escrito de dieciocho de enero del año mencionado, presentado en esa misma fecha ante la oficialía de partes de esta Sala Superior, el instituto enjuiciado, por conducto de su apoderada Georgina Adela García Escamilla, exhibió, entre otras cosas, el escrito con el que contestó la demanda en los términos siguientes:

"“1 y 2. Son infundadas como inoperantes las manifestaciones que hace el ahora actor en los correlativos que se contestan, consistentes en que “se mancha injustificadamente su expediente como miembro del Servicio Profesional Electoral, pues la sanción se asentará en el registro a que se refiere el artículo 40 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos; que ello interrumpe su trayectoria profesional pues el aceptar la sanción lo imposibilitaría para avanzar dentro de la institución; que inhibe su superación profesional y personal, más aún cuando no se causó un daño patrimonial o se tuvo la intención de dañar el marco legal; que inhibe las decisiones que en un futuro tome en su calidad de vocal ejecutivo, pues el sexto vehículo se compró por mediar solicitud de adquisición del distrito 02 y porque se sometió a consideración del Subcomité de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios de la Junta Local Ejecutiva, el cual aprobó por unanimidad tal decisión, amén de los alcances legales que le imponen los artículos 41 constitucional, 68 al 71, 100 y 101, párrafo 1, inciso f), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales”, agregando en el apartado 2 que "se violan sus garantías individuales de legalidad y audiencia en el sentido de que en la resolución no se cumplieron las formalidades esenciales del procedimiento y valoraron las pruebas mediante el análisis de todos y cada uno de los argumentos de defensa y elementos objetivos que hizo valer, no habiéndose dictado una resolución completa e imparcial en el procedimiento".
Esto es así, toda vez que, como se expondrá más adelante, de las constancias que integran el expediente formado con motivo del procedimiento administrativo de responsabilidad e imposición de sanción en contra del actor, se advierte que el mismo incumplió con la normatividad que en materia de adquisiciones rige en el instituto, al haber llevado a cabo la adquisición de un vehículo Volkswagen tipo Pointer, ejerciendo recursos en tal adquisición sin contar, previamente con el correspondiente oficio de autorización de inversión, transgrediendo con ello lo dispuesto por el artículo 8, fracciones I, II y XXIV de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, esta última fracción en relación con el considerando XV y fracción II, apartado B, numeral 2, inciso c), tercer párrafo de los lineamientos en cita, tal y como se puede observar del expediente en comento que será ofrecido como prueba más adelante, sin perder de vista que por mandato del artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las disposiciones del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y del Estatuto del Servicio Profesional Electoral y del Personal del Instituto Federal Electoral, ordenamientos reglamentarios de dicho artículo de la constitución, son las que rigen las relaciones laborales entre el Instituto Federal Electoral y sus empleados, los cuales a su vez nos llevan a la observancia de la ley de responsabilidades aludida. Por otro lado, no debe olvidar que los servidores del instituto son responsables por los actos y omisiones en que incurran, en el desempeño de sus respectivas funciones, y por lo tanto son sujetos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos como lo establecen los artículos 108 y 113 constitucionales, por lo cual al haber transgredido el actor estos ordenamientos, se hizo acreedor a la sanción de amonestación privada justificada, por causas imputables al mismo.

Asimismo, como se puede advertir con la simple lectura de las consideraciones vertidas en la resolución del procedimiento ahora impugnado, en forma precisa se establecen los criterios por los cuales se consideraron parcialmente fundadas las manifestaciones del entonces presunto infractor, habiéndose estudiado y analizado el contenido de dicho expediente de manera integral y completa, apreciando las pruebas y hechos en conciencia, dictando la resolución a verdad sabida y buena fe guardada, expresando los motivos y fundamentos legales en que se apoyó tal determinación, en atención a los artículos 14, 16 y 17 constitucionales que señala el propio actor.

Lo anterior, en el entendido de que tanto la permanencia del personal de carrera del instituto, como su desarrollo profesional dentro del mismo, se garantiza en tanto no exista infracción a las disposiciones normativas o se incurra en infracciones o incumplimientos a éstas; al respecto se considera pertinente transcribir el artículo 25 estatutario para mayor referencia:
‘Artículo 25. El personal de carrera quedará sujeto a las disposiciones del Código, del presente Estatuto, de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, a las que se deriven de las mismas y a las demás aplicables.’

De lo que se advierte que los servidores de carrera del Instituto Federal Electoral podrán ser sancionados cuando incurran en infracciones o incumplimientos a la normatividad que les rige, en el entendido de que están sujetos a los ordenamientos antes aludidos y serán considerados de confianza, como se establece en los preceptos transcritos, todo lo cual acontece en el caso del ahora actor, siendo de especial importancia el hecho de que fue sancionado justificadamente precisamente por haber transgredido la normatividad que le regía, pues precisamente es sancionable la conducta u omisión que transgreda esa normatividad, en razón de que el funcionario está obligado a actuar con eficacia, eficiencia y legalidad, por lo cual no es atendible el pretendido agravio que aduce cuando señala que no causó daño patrimonial al instituto, reiterando que sí existió violación a la normatividad, no debiéndose pasar inadvertido, como se ha mencionado, que el código electoral y el estatuto son los ordenamientos que regulan las normas de trabajo que regirán a los empleados del instituto en toda la república, es decir, en las oficinas centrales, delegaciones y subdelegaciones que lo conforman.

En cuanto al capítulo de hechos se contesta:

1. Es cierto lo señalado por el actor en el presente correlativo.

2 y 3. Son parcialmente ciertos los hechos señalados por el actor en los correlativos que se contestan, por la forma cómo lo expone, toda vez que si bien es cierto que compareció con fecha ocho de octubre del dos mil cuatro a rendir su declaración en torno a los hechos que se le imputaron en el expediente formado con motivo del procedimiento de responsabilidad e imposición de sanciones en su contra CI/29/108/2004, derivado de la notificación y citatorio que fueron hechos de su conocimiento el día veinticuatro de septiembre del mismo año a través del oficio C.I./1455/2004, y en el resultando III se señala que no compareció personalmente a dicha cita en tal fecha, en la propia resolución se confirma de manera reiterada que J. Jesús Lule Ortega acudió personalmente a la comparecencia para la que fue citado el día ocho de octubre del dos mil cuatro, particularmente en los considerandos III y IV de la misma, tal y como lo reconoce el propio actor en el primer punto del apartado 4 del presente capítulo, lo cual de ninguna manera le perjudica, como tampoco influyó para la determinación de fondo de la resolución impugnada.
Por otra parte, es de señalarse que tal y como consta en el expediente formado con motivo del procedimiento C1/29/108/2004, efectivamente el ahora actor, al comparecer en las oficinas de la Contraloría Interna el ocho de octubre del año próximo pasado, exhibió un escrito de fecha seis de octubre del dos mil cuatro, identificado con el número VE JLTX/1822/2004, como así se menciona en el acta respectiva, en donde se aclara que ‘con fundamento en lo dispuesto por el artículo 21, fracción I, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, téngase al compareciente manifestando lo que a su derecho conviene, en relación con las presuntas irregularidades que se le atribuyen mediante escrito de fecha seis de octubre de dos mil cuatro, constante de siete fojas útiles escritas por uno solo de sus lados y rubricadas todas y cada una de ellas, asimismo presenta como anexos en copia simple, 137 fojas útiles por uno solo de sus lados, debidamente foliadas del 001 al 136, conteniendo por excepción un folio 004-A; manifestaciones que serán tomadas en consideración al emitirse la resolución respectiva’; por lo que la manifestación del ahora actor en el sentido de que no rindió declaración en torno a los hechos que se le imputaron, sino que exhibió el oficio antes señalado, resultan del todo intrascendentes e irrelevantes jurídicamente, en virtud de que al emitirse resolución, la contraloría analizó tanto los alegatos como las pruebas aportadas por el hoy actor.
4. Son falsos los hechos y manifestaciones señalados por el ahora actor en el correlativo que se contesta, en el entendido de que los Servidores del Instituto Federal Electoral que incumplan con las obligaciones que tienen como miembros del servicio profesional electoral y en general, como servidores públicos, desde luego serán sujetos de aplicación de la sanción administrativa que, en su caso, llegase a determinar la autoridad correspondiente, lo que en la especie así ocurrió ya que con fecha veinticuatro de septiembre de dos mil cuatro se le notificó al actor el inicio del procedimiento administrativo instaurado en su contra y, posteriormente, éste, por escrito de fecha seis de octubre del mismo año, presentado el día ocho del mismo mes en la comparecencia para la que fue citado, contestó el procedimiento de sanción y ofreció las pruebas que consideró necesarias, siendo que con fecha veintinueve de octubre se emitió la resolución en la cual se observa que se valoraron el escrito que presentó el ahora actor y las pruebas ofrecidas junto con el mismo, de conformidad con lo establecido por los artículos 108, 109, fracción III y 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 2, 3, fracción VI, 7, 8, fracciones I, II y XXIV, 11, 13, fracción I, 14, 16, fracción I, 20, 21, 30 y Sexto Transitorio de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, así como en el punto segundo, apartado 1, incisos I) y m) del Acuerdo del Consejo General mediante el que se adecuan la funciones del Órgano Interno de Control del Instituto Federal Electoral, publicado en el Diario Oficial de la Federación el primero de noviembre del dos mil dos, los artículos 4, fracción IV, inciso a) y 76, apartado 1, incisos I) y m), del Reglamento Interior del Instituto Federal Electoral y los artículos 169 y 170 del Estatuto del Servicio Profesional Electoral y del Personal del Instituto Federal Electoral; de lo que se desprende que en todo momento se cumplieron las garantías de audiencia y legalidad en la resolución en comento, siendo tal resolución fundada y motivada como se acreditará en su oportunidad.

Por otra parte, es falso el dicho del actor en el sentido de que en la resolución emitida en el procedimiento en su contra no se cumplieron las formalidades esenciales del procedimiento, no fue emitida de manera completa e imparcial, no se analizaron todos y cada uno de los argumentos y pruebas de defensa que hizo valer, y la resolución no fue conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley y a falta de ésta, a los principios generales del derecho; toda vez que de la lectura de la misma se advierte que tales extremos fueron observados cabalmente, como se acreditará en su oportunidad con el expediente CI/29/108/2004 que será ofrecido como prueba en el capítulo respectivo.

Por lo que hace a las manifestaciones del ahora actor, relativas a que se afirma en el considerando 4 que no compareció personalmente al citatorio el día ocho de octubre, las mismas son falsas, insistiendo que fue en el resultando III, que no en el considerando que indica el actor, en donde se señaló al respecto, no obstante lo cual en la propia resolución se confirma de manera reiterada que J. Jesús Lule Ortega acudió personalmente a la comparecencia para la que fue citado el día ocho de octubre del dos mil cuatro, particularmente en los considerandos III y IV de la misma, tal y como lo reconoce el propio actor en el primer punto del apartado 4 del presente capítulo, lo cual de ninguna manera le perjudica, como tampoco influyó para la determinación de fondo de la resolución impugnada; lo que igualmente aplica con relación a la manifestación del actor en el sentido de que en el considerando III se señala que ofreció escrito de fecha siete de octubre, puesto que en todo el contenido de tal considerando, se señala en reiteradas ocasiones que el día ocho de octubre del dos mil cuatro presentó un escrito de fecha seis del mismo mes y año, por medio del cual contestó y ofreció pruebas, siendo que tal error involuntario en nada le perjudica como tampoco influye en la determinación final del procedimiento.
Respecto a los argumentos que vierte el actor, relativos a la imputación consistente en haber adquirido sin oficio previo de autorización de inversión uno de los seis vehículos que adquirió, en los cuales señala que en el considerando IV de la resolución que impugna no se analizaron y valoraron debidamente los argumentos y pruebas que desvirtúan tal acusación, así como las manifestaciones consistentes en que "no resulta cierto que se les haya otorgado valor probatorio pleno a las pruebas documentales que fueron ofrecidas, admitidas y desahogadas por su propia y especial naturaleza, no otorgándoseles pleno valor probatorio a las ofrecidas como anexos en su oficio VE JLTX/1822/2004, siendo que de habérseles otorgado dicho valor, especialmente al acta de sesión extraordinaria 09/2003, del Subcomité de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios de la Junta Local Ejecutiva de Tlaxcala, se hubiera percatado la autoridad que no fue él quien ordenó la modificación del pedido-contrato para que se incluyera la adquisición de un vehículo adicional, sino que fue un órgano colegiado jerárquicamente superior a él, en la materia que nos ocupa", que "contaba con la autorización expresa de la Dirección Ejecutiva de Administración, en el entendido de que posteriormente se regularizaría la adquisición con la emisión del oficio de autorización de inversión, lo que hubiera sido evidente si se les hubiera otorgado valor a los anexos 3 y 4 de su oficio" y que el Contralor Interno, de haberle dado el valor probatorio a los anexos del 5 al 10 de su oficio VE JLTX/1822/2004 "hubiera respetado el párrafo del artículo 14 constitucional y se hubiera percatado de que es costumbre, o al menos lo fue en el año dos mil tres, que la Dirección Ejecutiva de Administración autorizara verbalmente adquisiciones sin contar con el oficio de autorización de inversión, regularizando posteriormente el acto, al emitir el correspondiente oficio de autorización de inversión"; es de señalarse lo siguiente:

En primer lugar, es de señalarse que efectivamente en la resolución que ahora se impugna, se señala que las pruebas fueron desahogadas por su propia y especial naturaleza, habiéndoseles otorgado valor probatorio pleno, no obstante cabe aclarar que cosa distinta del desahogo de pruebas, es la valoración que de las mismas hace el juez en un caso concreto, de manera que el valor probatorio del acta de sesión extraordinaria número 09/2003, se reduce a su contenido, y con ella sólo se acredita que se aprobó por el subcomité la modificación del pedido contrato que en su momento se formalizaría para incluir la adquisición de un vehículo adicional, lo que no implica que para la adquisición se omitiera alguna gestión normativa; luego entonces por este efecto no logra favorecerle al actor, el documento en cuestión.
Asimismo, en la resolución que ahora se impugna, claramente se advierte que se estudiaron los argumentos de defensa y elementos probatorios ofrecidos por J. Jesús Lule Ortega, tan es así, que en la misma se aduce que el mismo acredita haber recibido el oficio de autorización de inversión DEA/853/2003 de fecha diecinueve de septiembre del dos mil tres a través del similar SP/1468/2003 de veintitrés de septiembre, mediante el cual se autorizó la adquisición de cinco vehículos, la cual se llevó a cabo el veintisiete de noviembre del dos mil tres sin haber rebasado el monto autorizado de inversión, tal como se acredita con las facturas números 36588, 36587, 36586, 36585 y 36583, por lo que el ahora actor se ajustó a lo establecido en los Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuestales para el ejercicio dos mil tres, para la compra de los cinco vehículos en comento. No obstante, con fecha diecinueve de noviembre del dos mil tres, procedió a obtener la autorización del Subcomité de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios de la Junta Local de Tlaxcala para adquirir un vehículo adicional, solicitándolo por oficio J.L.TX2473/03 de fecha veinticuatro de noviembre y habiéndose emitido el oficio de autorización de inversión respectivo DEA/1262/2003 de fecha treinta de diciembre del dos mil tres para dicha adquisición, mismo que fue remitido a la Junta Local de Tlaxcala hasta el día veinte de enero del dos mil cuatro y que trata de una regularización, siendo que el vehículo que nos ocupa fue adquirido el primero de diciembre del dos mil tres, como se advierte de la factura número 36596 de esa misma fecha expedida por la empresa Servicios Especiales de Ventas Automotrices, S. A. de C. V. Con lo cual se acredita que el hoy actor realizó la adquisición de un vehículo sin contar con el oficio de autorización inversión respectivo, toda vez que fue hasta el veinte de enero del dos mil cuatro cuando recibió éste, y realizó la compra el primero de diciembre del dos mil tres, transgrediendo con ello los Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuestales antes citados.

A este respecto debe tomarse en cuenta la confesión expresa por parte del hoy actor cuando en el segundo párrafo de la página 5 de su escrito de demanda, admite que ‘el día veinte de enero de dos mil cuatro se recibió en la Junta Local de Tlaxcala el oficio de autorización de inversión DEA/1262/2003 para la adquisición de un vehículo fechado el treinta de diciembre...", lo cual pone de manifiesto la conducta irregular que desplegó con relación a la adquisición del sexto vehículo multicitado, no obstante pretenda argumentar sobre el particular que ello "convalida el acto que se le imputó dado que el oficio de autorización de inversión no es un procedimiento indispensable para el ejercicio de los recursos", manifestación que resulta falsa como se analizará más adelante, puesto que la norma es precisa y no contempla excepciones ni distingos en su observancia, además de que no ofrece medio de prueba alguno para acreditar la costumbre o práctica común que refiere, en el entendido de que una autoridad no puede pasar por alto la trasgresión de una norma y la respectiva sanción, en caso de acreditarse la misma, bajo el argumento inicuo de que (sin conceder ni reconocer) siempre se ha venido transgrediendo por costumbre, siendo potestad de dicha autoridad, una vez acreditada la comisión de la conducta irregular, el sancionar con independencia, a verdad sabida y buena fe guardada, lo que en derecho proceda, con el objeto de evitar la posterior vulneración de la normatividad, fomentar que sean respetados los principios rectores del órgano electoral que representamos, así como la estricta observancia de las leyes que en él rigen y los principios contenidos en ellas, más aún si ello establece específicamente tanto en el código electoral como en los lineamientos multireferidos en el caso de la Contraloría Interna institucional, como se acreditará más adelante. Además, no debe perderse de vista el principio de que se puede resolver o atender a la costumbre establecida, siempre que con ello no se viole ningún principio de derecho, ni se esté en contravención con ninguna norma establecida.

Por otra parte, con relación a las afirmaciones que señala el ahora actor a partir de la página 4 de su escrito, relativas a que el Contralor Interno debió respetar su garantía consagrada en el artículo 14 constitucional, pues no fueron tomadas en cuenta sus pruebas ni los argumentos de defensa que aludieron a la costumbre; que, en relación al último párrafo del apartado B de los Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuestarias para el ejercicio fiscal dos mil tres, "el último registro de operación se le comunicó en el oficio SP/1351/2003 de treinta de agosto del dos mil tres y su aplicación se autorizó en el similar SP/1468/2003 de veintitrés de septiembre, remitiéndole oficio DEA/853/2003 de diecinueve de septiembre, por lo que no se violó la norma dado que se le autoriza aplicar los recursos y en los lineamientos no se señala que deberá especificarse cada bien a adquirir en el oficio de autorización de inversión y en todo caso, contaba con un oficio de autorización de inversión previo para la adquisición de vehículos, por lo que no hay vulneración de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos", sin pasar inadvertida la confesión expresa de su parte que ha quedado señalada anteriormente, se transcribe para mayor referencia el Acuerdo JGE32/2003, de la Junta General Ejecutiva del Instituto Federal Electoral por el que se aprueban los Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuestarias para el ejercicio dos mil tres, en su parte medular:
‘Considerando
(…)

VIII. Que de conformidad con el artículo 97, párrafo 1, incisos a), b), d) y f) del Código Comicial son atribuciones de la dirección ejecutiva de administración aplicar las políticas, normas y procedimientos para la administración de los recursos financieros y materiales del instituto; organizar, dirigir y controlar la administración de los recursos materiales y financieros, así como la prestación de los servicios generales del instituto, establecer y operar los sistemas administrativos para el ejercicio y control presupuestales, y atender las necesidades administrativas de los órganos del instituto.

IX. Que de conformidad con el artículo 76, párrafo 1, incisos, f) y k) del Reglamento Interior del Instituto Federal Electoral, corresponde a la Contraloría Interna inspeccionar el ejercicio del gasto y administración del patrimonio del instituto, así como revisar que el ejercicio del gasto se haya realizado conforme a las disposiciones legales, normas y lineamientos que regulan su ejercicio.
(…)

Acuerdo
(…)

Segundo. Corresponde a la secretaría ejecutiva y a la dirección ejecutiva de administración la observancia y aplicación de los lineamientos aprobados por esta junta general ejecutiva.

Tercero. Corresponde a la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral verificar que las adecuaciones presupuestarias en el instituto se efectúen conforme a los presentes lineamientos.

(…)

Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuestarias para el ejercicio fiscal dos mil tres. 
I. Definiciones

(…)

d. Unidad responsable: Se entiende por unidad responsable a la presidencia, consejeros electorales, secretaría ejecutiva, direcciones ejecutivas y unidades     técnicas centrales; juntas ejecutivas locales, juntas ejecutivas distritales y centros regionales de cómputo del Instituto Federal Electoral.
(…)

II. Lineamientos
B. Adecuaciones compensadas
(…)

Las adecuaciones presupuestarias compensadas siempre que se soliciten con oportunidad y debidamente motivadas y justificadas por las unidades responsables solicitantes, y resulten procedentes, las tramitará la Dirección Ejecutiva de Administración y someterá a las instancias correspondientes de manera tal, que el ejercicio de los recursos en cuestión se efectúe una vez aprobada la adecuación correspondiente.

Las adecuaciones compensadas tienen un carácter excepcional y se sujetarán a las siguientes políticas:

(…)

2. Adecuaciones compensadas de los capítulos 2000 al 7000   
(…)

c (...)
En el caso de partidas de los capítulos 5000 y 6000 se requiere solicitar a la Dirección Ejecutiva de Administración, el registro de la operación y la autorización de su ejercicio, quien expedirá el "oficio de autorización de inversión".
III. Procedimiento

1. Para la aplicación e instrumentación de las adecuaciones  presupuestarias mencionadas anteriormente, se requerirá que el área solicitante formule los formatos denominados: "solicitud de afectación presupuestaria", "justificación de la afectación presupuestaria" y "cédula analítica de bienes muebles e inmuebles", en su caso, que se anexan al presente.
(…)

4. Las unidades responsables que soliciten transferencias a las diversas instancias facultadas deberán hacerlo durante los diez primeros días de cada mes para que, de aprobarse, se registren en el sistema a partir del mes siguiente y se puedan operar.

(…)

5.  No se tramitarán adecuaciones que se reciban en la dirección ejecutiva de administración después del veintiocho de noviembre del dos mil tres.
(…)’

De la anterior trascripción se desprende entre otras cuestiones: que es atribución de la Contraloría Interna del Instituto, el inspeccionar el ejercicio del gasto y administración del gasto institucional; que corresponde a la DEA la observancia y aplicación de los Lineamientos y a la Contraloría, verificar que las adecuaciones presupuestarias se efectúen conforme a los mismos; fundamentalmente, que se establece expresamente en tales lineamientos, que en el caso de partidas de los capítulos 5000 y 6000 se requiere solicitar a la Dirección Ejecutiva de Administración, el registro de la operación y la autorización de su ejercicio, quien expedirá el "oficio de autorización de inversión"; e incluso, que cuando las unidades responsables soliciten transferencias deberán hacerlo durante los diez primeros días de cada mes para que se registren en el sistema a partir del mes siguiente y puedan operar.

Con lo que se puede apreciar que, al haber adquirido el ahora actor el vehículo materia de la controversia, en fecha anterior a haber obtenido el oficio de autorización de inversión, lo cual se encuentra contemplado específicamente en la normatividad aplicable, transgredió lo dispuesto por los preceptos señalados anteriormente, siendo del todo infundada e improcedente su apreciación relativa a que "ya había obtenido un oficio de autorización previamente, y en la norma no se dice que se tenga que especificar el bien a adquirir, por lo cual él no violó la norma", en el entendido de que el oficio que obtuvo fue para adquirir cinco bienes distintos al último bien que adquirió, además de que el sexto vehículo lo adquirió desde luego, tiempo después de que se compraron los primeros cinco carros, por lo cual ni siquiera resulta lógica su defensa a este respecto.

Al mismo tiempo que lo anterior, son falsas las manifestaciones que hace el ahora actor en el sentido de que "es costumbre o práctica común que ante necesidades del ejercicio de recursos del capítulo 5000 y por rezago que existe en la emisión de los oficios de autorización de inversión, la DEA emite instrucciones verbales sobre el ejercicio de dichos recursos convalidando después con la emisión del oficio de autorización de inversión", citando los oficios J.L.TX.1370/03, J.L.TX.2077/03, JDE01A/0478/2003, DRF/510/2004, J.LTX.C.A.1045/04, SP/1030/2004 y DEA/1431/2003 (que exhibió como anexos del 5 al 10 de su escrito), ofreciendo como prueba superveniente el diverso SP/1818/2004 en respuesta a su oficio J.L.TX/1760/2004; haciendo notar que, aun cuando no debe olvidarse que una costumbre sólo puede aplicarse y tornarse obligatoria, cuando no se contrapone con las disposiciones legales y no exista normatividad que regule el caso concreto, situación que no se da en la especie, siendo que el actor además no ofrece prueba alguna con la que acredite su dicho, y los oficios que cita no lo acreditan tampoco, reiterando que los lineamientos son precisos al establecer en su fracción II, apartado B, inciso c), la obligación que tienen las autoridades competentes para obtener el oficio de autorización de inversión, en tratándose de las partidas 5000 y 6000, no resultando en su beneficio el dicho del actor, toda vez que deja ver que a todas luces pretende evadir su responsabilidad, incluso desconociendo una norma que es precisa.

Por otro lado, son improcedentes las argumentaciones del hoy actor relativas a que "es obligación de toda autoridad respetar el principio de jerarquía de las normas, siendo que el código electoral establece los derechos y obligaciones de los vocales ejecutivos, debiendo ser prioritario el cumplimiento de obligaciones como de proveer a las juntas distritales los elementos necesarios para sus fines que el cumplimiento de disposiciones de carácter administrativo y de menor jerarquía", bajo el argumento de que "era prioritaria la adquisición de un vehículo que fue aprobada por el Subcomité de Adquisiciones, además de la proximidad del cierre técnico del ejercicio presupuestal dos mil tres, derivado de la comunicación que la DEA hizo en el sentido de que el quince de diciembre sería la fecha de cierre técnico y como último día para recibir comprobación del gasto el nueve de enero del dos mil cuatro"; toda vez que si bien es obligación de los Vocales Ejecutivos Locales el proveer a las juntas distritales de los elementos necesarios para la consecución de sus fines, es cierto también que tal atribución debe realizarse en estricto apego a los principios rectores del instituto y de la ley de responsabilidades aplicable, en este sentido, parece que el ahora actor pretende hacer creer que el fin justifica los medios, cuando dentro del Instituto que representamos deben observarse irrestrictamente las normas que en él rigen y para los medios para lograr los fines que persigue, deben encontrarse dentro de un marco de legalidad preciso, lo cual en la especie no aconteció puesto que J. Jesús Lule Ortega omitió observar la normatividad específica que Regula la Autorización de Adecuaciones Presupuestarias para el ejercicio dos mil tres al adquirir un vehículo sin contar con el oficio de autorización de inversión necesario para tal efecto.
Respecto a los argumentos que vierte el ahora actor en el sentido de que las disposiciones de los lineamientos deben ser interpretadas en primer término bajo el criterio gramatical que establece el artículo 14 constitucional y párrafo 2 del artículo 3 del código electoral, siendo en su opinión "dos actos administrativos distintos la adecuación al presupuesto y la obtención del oficio de autorización de inversión, y es el caso que la adecuación al presupuesto para la adquisición de los seis vehículos se obtuvo el día treinta de agosto mediante oficio SP/1351/2003 y el ejercicio de los recursos fue posterior", que "en el apartado B de los lineamientos sólo se señala la adecuación presupuestaría previamente obtenida a la adquisición de los seis vehículos y nunca la obtención del oficio de autorización de inversión", por todo lo cual no hay vulneración a lo dispuesto por los lineamientos ni a la ley de responsabilidades", y que "los lineamientos definen a las adecuaciones presupuestarias y a las adecuaciones compensadas, como un acto administrativo totalmente ajeno a la obtención del oficio de autorización de inversión"; los mismos resultan improcedentes, no debiéndose perder de vista que al margen del oficio que señala el actor, con fecha  diecinueve de noviembre del dos mil tres, éste procedió a obtener la autorización del Subcomité de Adquisiciones de la Junta Local de Tlaxcala, para adquirir un vehículo adicional a los cinco antes adquiridos, habiéndose emitido el oficio de autorización de inversión respectivo DEA/1262/2003 de fecha treinta de diciembre del dos mil tres, mismo que fue remitido a la Junta Local de Tlaxcala hasta el veinte de enero del dos mil cuatro, siendo que el vehículo que nos ocupa fue adquirido el primero de diciembre del dos mil tres, como se desprende de la factura número 36596 de esa misma fecha, además de que, tal y como se puede advertir de la transcripción de los lineamientos citados líneas arriba, sí se establece claramente que en el caso de partidas de los capítulos 5000 y 6000, se requiere solicitar a la DEA, el registro de la operación y la autorización de su ejercicio, quien expedirá el "oficio de autorización de inversión"; por lo cual resulta intrascendente jurídicamente la diferenciación que pretende establecer el actor con relación a la adecuación del presupuesto y dicho oficio de autorización.

Ahora bien, continúa el actor señalando que "una vez establecida la diferencia entre la aprobación de la adecuación presupuestaria compensada y el oficio de autorización de inversión, debe quedar claro que sí se establece de manera expresa la obligación de que las adecuaciones compensadas se soliciten con oportunidad, debidamente motivadas y justificadas y que el ejercicio de los recursos se efectúe una vez aprobada la adecuación correspondiente, pero para el caso de las partidas de los capítulos 5000 y 6000, se requiere además, solicitar a la DEA el registro de la operación y autorización de su ejercicio, elementos que fueron cubiertos, pues se hizo la solicitud del registro de la operación y la autorización de su ejercicio (mediante los oficios que indica), es decir, se cumplió con los lineamientos, porque los mismos jamás condicionan el ejercicio del gasto a la existencia previa del oficio de autorización de inversión, lo que no sucede con el requisito expreso de que se efectúe con la autorización de la adecuación compensada", y que "el oficio de autorización de inversión también se establece como un requisito indispensable, pero no previo, para el ejercicio de los recursos, lo que se comprueba con el oficio de autorización para el sexto vehículo DEA/1262/2003"; manifestaciones que resultan del todo improcedentes e inoperantes, haciendo notar en primer término que el actor pretende sorprender a esta representación al señalar de manera parcial el contenido de los lineamientos con relación a las partidas de los capítulos 5000 y 6000, en donde sólo menciona que "se requiere además solicitar a la DEA el registro de la operación y autorización de su ejercicio" mas omite señalar, que también se norma lo relativo al oficio de autorización de inversión, lo cual pone en evidencia la falsedad con la que se conduce.

En segundo lugar, es de reiterarse que, tal y como se señala en la resolución impugnada, si bien se acreditó en el procedimiento que el ahora actor se ajustó a lo establecido en los Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuéstales dos mil tres en la adquisición de cinco vehículos, la cual llevó a cabo el veintisiete de noviembre de dos mil tres habiendo recibido el oficio de autorización DEA/853/2003 a través del diverso SP/1468/2003, de veintitrés de septiembre del dos mil tres, no obstante, se insiste, también se analizan las pruebas para determinar que el diecinueve de noviembre del dos mil tres, el ahora actor obtuvo la autorización del Subcomité de Adquisiciones de la Junta Local de Tlaxcala, para adquirir un vehículo adicional a cinco antes adquiridos, habiéndose emitido el oficio de autorización de inversión DEA/1262/2003 de treinta de diciembre del dos mil tres, mismo que fue remitido a la Junta Local de Tlaxcala el veinte de enero del dos mil cuatro, y dicho vehículo fue adquirido el primero de diciembre del dos mil tres; lo cual corrobora la trasgresión por parte de J. Jesús Lule Ortega a la normatividad establecida para tal efecto, al no contar en el momento de la adquisición de tal automóvil con el oficio que nos ocupa, tal y como efectiva y expresamente lo establecen los Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuestarias para el ejercicio dos mil tres que han quedado transcritos anteriormente, y no como de manera falsa lo señala el actor, no siendo procedente que pretenda(sic).

Finalmente, con relación a los argumentos del hoy actor en el sentido de que "ha desempeñado funciones en el instituto apegado a los principios de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y no es justo, ético y moral, que por una resolución con errores y falsedades, sin cumplir las formalidades esenciales del procedimiento mediante el análisis de sus argumentos y pruebas, sin considerar la letra o interpretación de la ley y principios generales del derecho a falta de ésta, sin ser completa e imparcial, se manche su expediente", se insiste en todo lo señalado anteriormente, pues, al haber llevado a cabo la adquisición de un vehículo, sin contar previamente con el correspondiente oficio de autorización de inversión, transgredió el actor lo dispuesto por el artículo 8, fracciones I, II y XXIV de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, esta última fracción en relación con el considerando XV y fracción II, apartado B, numeral 2, inciso c), tercer párrafo, de los lineamientos citados antes, por lo cual se hizo acreedor a la sanción de amonestación privada justificada por causas imputables al mismo; siendo que en la resolución que se emitió con fecha veintinueve de octubre se valoraron los argumentos y pruebas ofrecidas por el mismo, emitiéndose ésta de conformidad con lo establecido por los artículos 108, 109, fracción III y 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 2, 3, fracción VI, 7, 8, fracciones I, II y XXIV, 11,13, fracción I, 14, 16, fracción I, 20, 21, 30 y sexto Transitorio de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, así como en el punto segundo, apartado 1, incisos I) y m) del acuerdo del consejo general mediante el que se adecuan la funciones del Órgano Interno de Control del Instituto Federal Electoral, publicado en el Diario Oficial de la Federación el primero de noviembre del dos mil dos, los artículos 4, fracción IV, inciso a) y 76, apartado 1, incisos I) y m) del Reglamento Interior del Instituto Federal Electoral y los artículos 169 y 170 del Estatuto del Servicio Profesional Electoral y del Personal del Instituto Federal Electoral; de lo que se desprende que se cumplieron las garantías de audiencia y legalidad en la resolución en comento, siendo fundada, motivada y cumpliendo con los principios de congruencia, exhaustividad, independencia e imparcialidad, siendo falso que se mancha el expediente del ahora actor como indica, ya que por cuestiones a él imputables fue que al quedar acreditada la irregularidad que se le imputó, fue sancionado de manera justificada, habiéndose valorado además, los elementos propios del empleo señalados en el artículo 14 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos.
Objeción a las pruebas del actor
1, 2 y 3. Las documentales consistentes en el nombramiento, oficio de adscripción y credencial de elector del ahora actor, no se objetan puesto que forman parte de su expediente personal, y la última lo identifica.
4, 5 y 62. Las documentales ofrecidas en los correlativos que se señalan, se objetan en cuanto al alcance y valor probatorio que pretende atribuirles el actor, haciendo notar que esta representación ofrecerá más adelante, como prueba la copia certificada del expediente CI/29/108/2004, para acreditar los extremos planteados en la presente contestación a la demanda.
6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18,19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 52, 53, 54, 55, 56, 57, 59, 60, 61. Las documentales descritas en los correlativos que se indican, se objetan en cuanto al alcance y valor probatorio que el oferente les pretende dar, haciendo notar que con estas probanzas no acredita los agravios que pretende hacer valer en su demanda, sino que por el contrario, de las mismas se advierte que el procedimiento de sanción en su contra fue instruido y resuelto en todas y cada una de sus partes, conforme a derecho, habiéndose respetado sus garantías de audiencia y legalidad y que quedaron acreditadas las irregularidades en las que incurrió, aplicándose justificadamente la sanción de amonestación privada por causas imputables al propio actor. Debiéndose tomar en cuenta los reconocimientos expresos que hace a lo largo del procedimiento, así como las pruebas que obran en su contra para acreditar su responsabilidad como servidor público, no obstante se aclara que éstas forman parte de las actuaciones que integran el expediente formado con motivo del procedimiento administrativo en contra del ahora actor, por haber sido ofrecidas como prueba por parte del mismo, expediente que será exhibido como prueba más adelante por esta representación.

58. La documental que ofrece el actor en el correlativo que se indica, se objeta en cuanto al alcance y valor probatorio que el mismo pretende atribuirle, puesto que no guarda relación alguna con la litis que se plantea, como se puede observar de su lectura, además de que con la misma no logra acreditar lo que expone en su demanda”.
En el mismo escrito de contestación, el instituto demandado opuso excepciones y defensas en la forma siguiente:

“De manera adicional a las excepciones y defensas que han quedado planteadas en el cuerpo del presente escrito, se oponen formalmente las siguientes:

1. La de falta de acción y de derecho del hoy actor, para impugnar la resolución emitida por la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral dentro del expediente C1/29/108/2004 por las razones de hecho y de derecho que han quedado precisadas a lo largo de la presente contestación, ya que le fue aplicada y conformada justificadamente la sanción de amonestación privada por causas imputables al mismo.

2. La de amonestación privada justificada, en virtud de que a J. Jesús Lule Ortega se le aplicó dicha sanción por causas imputables al mismo, al haber infringido lo dispuesto por el artículo 8, fracciones I, II y XXIV de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, esta última fracción en relación con el considerando XV y fracción II, apartado B, numeral 2, inciso c), tercer párrafo, de los Lineamientos Autorización de Adecuaciones Presupuestarias para el ejercicio dos mil tres.

3. La confesión expresa del actor, tanto en su escrito de demanda, como en la contestación al procedimiento de sanción en su contra, tal y como ha quedado precisado a lo largo de esta contestación a la demanda, remitiéndonos a las manifestaciones conducentes en los apartados respectivos, en obvio de repeticiones; defensa que deberá tomarse en cuenta de conformidad a lo dispuesto por el artículo 794, de la Ley Federal del Trabajo, que establece que se tendrá por confesión expresa y espontánea, sin necesidad de ser ofrecida como prueba, las manifestaciones contenidas en las constancias y actuaciones del juicio, así como al principio de derecho que dispone "a confesión expresa relevo de pruebas".

4. Las demás que se deriven de los términos en que se encuentra contestada la demanda, atendiendo al principio jurisprudencial de que "la acción como la excepción procede en juicio sin necesidad de que se indique su nombre”.
NOVENO. En proveído de diecinueve de enero siguiente, el magistrado electoral encargado de la instrucción reconoció la personería de quienes comparecieron a juicio a nombre del Instituto Federal Electoral, para efectos del trámite del juicio, e hizo hincapié en que tal determinación no vinculaba a esta Sala Superior; tuvo por contestada en tiempo la demanda, por hechas valer las excepciones y defensas y por ofrecidas las pruebas propuestas por la parte demandada; puso el expediente a la vista de las partes y señaló las once horas del ocho de febrero de dos mil cinco, para la celebración de la audiencia de conciliación, admisión y desahogo de pruebas y alegatos.

DÉCIMO. En la fecha indicada se llevó a cabo la audiencia de ley, en la que las partes no llegaron a conciliación alguna, se admitieron y desahogaron las pruebas ofrecidas legalmente por las partes, se formularon alegatos y se declaró concluida la audiencia.

Igualmente, en dicha audiencia se citó a las partes para oír sentencia, y,

C O N S I D E R A N D O.

PRIMERO. Esta Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación tiene jurisdicción y es competente, para resolver el juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto Federal Electoral y sus servidores, en conformidad con lo establecido en el artículo 99, párrafo cuarto, fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 189, fracción I, inciso h), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

SEGUNDO. El requisito de procedibilidad previsto en el párrafo 2 del artículo 96 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación se encuentra satisfecho, toda vez que en conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, en las resoluciones administrativas que se emitan conforme con dicha ley, será optativo para los servidores públicos que resulten responsables interponer el recurso de revocación.

Asimismo, la resolución impugnada le fue notificada al demandante el veinticinco de noviembre de dos mil tres, y la demanda fue recibida en la Oficialía de Partes de esta Sala Superior el quince de diciembre de dos mil cuatro, por ende, su presentación es oportuna.

TERCERO. Previamente al estudio del fondo del juicio laboral planteado, se estima pertinente dejar establecidos los siguientes puntos.

- Por cuanto hace a la relación jurídica entre el actor y el demando, según el escrito inicial y la contestación de la demanda, se advierte que J. Jesús Lule Ortega es miembro del servicio profesional electoral y tiene el cargo de vocal ejecutivo, antes, en la Junta Local Ejecutiva del Instituto Federal Electoral en el Estado de Tlaxcala (actualmente tiene ese cargo en la Junta Local Ejecutiva del Instituto Federal Electoral en el Estado de Querétaro).

- La Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral instruyó en contra del actor el procedimiento administrativo para la aplicación de sanciones, tramitado en el expediente número CI/29/108/2004, que concluyó con la resolución de quince de noviembre de dos mil cuatro, por la que el Contralor Interno del instituto demandado determinó la responsabilidad del ahora actor y le aplicó la sanción administrativa consistente en amonestación privada.

- En dicho procedimiento se eximió de responsabilidad al actor por cuanto a los cinco vehículos adquiridos mediante pedido-contrato número IFE/0018/2003 de diecinueve de noviembre de dos mil tres, y únicamente se le fincó responsabilidad administrativa respecto de un solo vehículo, adquirido mediante pedido-contrato número IFE/0019/2003 de primero de diciembre de dos mil tres.

- En el escrito de demanda y en el de contestación, las partes admiten que respecto al procedimiento de adquisición de bienes muebles, consistentes en vehículos, son aplicables los Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuestarias para el Ejercicio 2003; de manera especial, el capítulo II denominado “Lineamientos”, apartado B, número 2 señalado como “Adecuaciones Compensadas de los Capítulos 2000 al 7000” y, específicamente, el último párrafo que dice: “En el caso de partidas de los capítulos 5000 y 6000 se requiere solicitar a la Dirección Ejecutiva de Administración, el registro de la operación y la autorización de su ejercicio, quien expedirá el “oficio de autorización de inversión”; por lo que no existe controversia sobre la aplicación al caso de esta hipótesis normativa.

- En la resolución impugnada se otorgó valor probatorio pleno a las pruebas aportadas por J. Jesús Lule Ortiga, consistentes en copias fotostáticas simples en su mayoría de oficios y de la resolución reclamada y una comparecencia. En la contestación de demanda, la parte enjuiciada no alega nada en cuanto a la autenticidad de tales documentos, sino que dice objetarlos, la mayoría, en cuanto a su alcance y valor probatorio, lo cual queda en el mero rango de manifestaciones producidas en contra de dichos documentos, que en nada afectan su autenticidad y, por ende, su valor probatorio.

Ahora bien, en el capítulo respectivo el demandante expresa dos agravios.

En el primero manifiesta que la resolución recurrida mancha injustamente su expediente como miembro del servicio profesional electoral, al asentarse en él la sanción impuesta, lo que deja un antecedente injusto; interrumpe de manera definitiva su trayectoria profesional en dicho instituto; inhibe su superación personal y afecta su estado de ánimo, así como inhibe y limita en el futuro su función en ejercicio de sus atribuciones.

En el segundo agravio, el actor manifiesta que no se cumplieron las formalidades esenciales del procedimiento y que la resolución no fue pronunciada de manera completa e imparcial, toda vez que no fueron examinados todos y cada uno de los argumentos y pruebas que se hicieron valer en el procedimiento administrativo de origen.

Por razón de método se empezará con el examen del  segundo agravio.

En él y en el capítulo de hechos, no se advierte algún motivo de inconformidad en el que, realmente, se aleguen violaciones procesales, pues nada se dice en relación a alguna infracción de esa naturaleza, tales como pudieran ser, por ejemplo: falta de notificación al servidor público de la instauración del procedimiento administrativo, desechamiento indebido de pruebas, desarrollo ilegal de la audiencia de ley, etcétera.

Lo que el actor expresa son alegaciones de supuestas infracciones en el pronunciamiento de la resolución, entre ellas: a) que en el fallo impugnado se sostuvo que dicho actor no compareció en forma personal a la audiencia que se llevó a cabo el ocho de octubre de dos mil cuatro, y b) que el servidor público presentó para dicha audiencia el oficio VEJLTX/1822/2004 el siete de octubre del año señalado, mediante el cual ofreció pruebas y expresó argumentos de defensa.

Según el demandante, opuestamente a lo considerado en la resolución impugnada, sí compareció en forma personal a la audiencia señalada y el oficio señalado se presentó el seis de octubre de dos mil cuatro.

Tales manifestaciones son inatendibles para provocar la revocación de la resolución reclamada, toda vez que, por un lado, si bien es cierto que en una parte de tal resolución se expresó que J. Jesús Lule Ortega no compareció en forma personal a la audiencia de ley, también lo es que en otras partes del fallo se establece que dicha persona sí acudió a la audiencia en forma personal. 

En cuanto a la discrepancia de la fecha del oficio mencionado, se observa que se trata de un mero error que no tiene trascendencia alguna, al no constituir un aspecto sustancial en el que se haya apoyado el sentido de dicha resolución.

 La desestimación de tales alegaciones se debe a que las imprecisiones señaladas constituyen únicamente un lapsus cálami en el dictado de la resolución, las cuales el actor se limita a señalarlas, pero omite expresar en qué modo tales imprecisiones tuvieron un gran peso específico o esencial en el sentido de la resolución, cuestión que tampoco se advierte, dado que ésta no se sustentó primordialmente en alguno de los puntos señalados, sino que únicamente fueron mencionados como parte del relato.

En el propio segundo agravio, el actor alega violaciones formales, al afirmar que en la resolución impugnada no se examinaron todos y cada uno de los argumentos de defensa que hizo valer y tampoco fueron valoradas debidamente las pruebas que ofreció. 

Las cuestiones que el demandante aduce que no fueron examinadas se refieren a los siguientes puntos:

1. No fue dicho servidor público quien ordenó la modificación del pedido-contrato para que se incluyera la adquisición de un vehículo adicional a los cinco adquiridos en primer término, sino que fue un órgano colegiado jerárquicamente superior al demandante el que lo hizo.

2. El actor contaba con la autorización expresa de la Dirección Ejecutiva de Administración, por conducto del Subdirector de Presupuesto, de adquirir el sexto vehículo, en el entendido de que posteriormente se regularizaría la adquisición con la emisión del oficio de autorización, como así ocurrió posteriormente. Ofreció como pruebas: copia fotostática de recibo telefónico y un escrito en el que Leoncio Ortiz Osorio, Coordinador Administrativo de la Junta Local Ejecutiva del Instituto Federal Electoral en Tlaxcala, dice hacer constar que se obtuvo autorización verbal, por vía telefónica, de Graciela Ramírez Martínez, profesional de servicios especializados del Departamento de Informática Presupuestal perteneciente a la Subdirección de Presupuesto, para que se adquiriera el vehículo en cuestión, si se contaba con recursos en el capítulo 5000.

3. Durante el año dos mil tres fue costumbre, que la Dirección Ejecutiva de Administración autorizara verbalmente adquisiciones sin contar, previamente, con el oficio de autorización de inversión, lo cual se convalidaría o regularizaría con la posterior emisión de tal oficio. Lo anterior dijo acreditarlo con las copias fotostáticas de distintos oficios atinentes a la solicitud y otorgamiento de autorización de inversión de diversas adquisiciones realizadas en el año dos mil tres.

4. De la interpretación gramatical del apartado B de los Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuestarias para el Ejercicio Fiscal dos mil tres, se establece que en el oficio de autorización no se especifican los bienes que se va a adquirir; por lo que si el demandante ya contaba con oficios concernientes al registro de operación y de autorización de inversión, de treinta de agosto y veintitrés de septiembre de dos mil tres, respectivamente (respecto de los cinco primeros vehículos que fueron adquiridos) entonces no se infringió norma alguna, en virtud de que tales oficios autorizaron el ejercicio de recursos, sin que fuera menester la especificación de cada bien a adquirir.

5. El veinte de enero de dos mil cuatro, se recibió en la Junta Local de Tlaxcala el oficio de autorización de inversión DEA/1262/2003, fechado el treinta de diciembre de dos mil tres, para la adquisición del vehículo en cuestión,  lo que convalida el acto que se atribuye al actor.  

6. Atenta la jerarquía de las normas, ante un conflicto entre la ley y un lineamiento, orden o circular, debe prevalecer la primera; por lo que el servidor público estaba obligado a cumplir con lo dispuesto en el artículo 101, párrafo 1, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, en cuanto a proveer a las Juntas Distritales Ejecutivas y sus Vocalías de los elementos necesarios para el cumplimiento de sus funciones.

7. El cometido señalado en el párrafo que antecede no se hubiera podido cumplir de otra manera, dada la proximidad del cierre del ejercicio presupuestal que fue comunicada por la Dirección Ejecutiva de Administración, la que mediante oficio señaló el quince de diciembre de dos mil tres como fecha de cierre técnico del ejercicio para ese año, y el nueve de enero de dos mil cuatro como límite para recibir la comprobación del gasto.

8. En el apartado B de los Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuestarias para el Ejercicio 2003 se observa, que sí es un requisito indispensable, antes del ejercicio de los recursos, obtener la “autorización de la adecuación compensada”; lo que no ocurre así respecto del “oficio de autorización de inversión”, toda vez que si bien es un requisito indispensable, los lineamientos no condicionan el ejercicio del gasto a la existencia previa de dicho oficio. 

9. Si se adoptara el criterio de que el oficio de autorización debe existir con anterioridad al ejercicio de los recursos, habría sido material y jurídicamente imposible adquirir el vehículo, indispensable para los trabajos del Instituto Federal Electoral en Tlaxcala, toda vez que los propios lineamientos prohíben tramitar adecuaciones compensadas después del veintiocho de noviembre de dos mil tres.

10. No debe perderse de vista el espíritu y función de la ley al momento de aplicar las normas; la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos persigue el fin de asegurar que el ejercicio del servicio público sea honesto, eficiente, eficaz y bajo principios éticos y morales, a lo cual el actor se ha apegado en el desempeño de sus funciones desde el primero de septiembre de mil novecientos noventa y tres.


Ahora bien, asiste razón al demandante en cuanto a que en la resolución impugnada no se atendieron los argumentos de defensa que hizo valer, ni se valoraron las probanzas que ofreció y se tuvieron por desahogadas.

En las constancias de autos obra la copia certificada del expediente CI/29/108/2004, atinente al procedimiento de responsabilidad e imposición de sanciones seguido en contra del J. Jesús Lule Ortega. En dicha copia aparece el oficio VE JLTX/1822/2004, de fecha seis de octubre de dos mil cuatro, dirigido al Contralor Interno del Instituto Federal Electoral, en el que J. Jesús Lule Ortega formuló manifestaciones en relación con los actos y omisiones que se le imputaban y exhibió las pruebas que estimó pertinentes.

En la resolución reclamada se observa que se hizo una transcripción de las manifestaciones realizadas en el oficio referido y se relacionaron las probanzas ofrecidas y aportadas, a las que, como se ha dicho, se les otorgó valor probatorio pleno.

También se observa, que tales manifestaciones fueron tomadas en cuenta en forma parcial, para considerarse que el servidor público sí contó con el oficio de autorización de inversión DEA/853/2003 de fecha diecinueve de septiembre de dos mil tres, para la adquisición de cinco vehículos, la cual se llevó a cabo mediante pedido-contrato número IFE/0018/2003 de diecinueve de noviembre de ese año, con lo que, se sostuvo en la resolución impugnada, J. Jesús Lule Ortega se ajustó a los lineamientos respectivos, en la adquisición de tales automotores.

En relación con el sexto vehículo, lo expresado por J. Jesús Lule Ortega en el oficio mencionado fue en el sentido que ha quedado relatado en los apartados 1 al 10 que preceden.

Sin embargo, en el resolución recurrida se advierte que no se emitió consideración alguna respecto de tales manifestaciones, puesto que, en el sentido que fuera, nada se dice en relación a que: el servidor público sancionado no fue quien ordenó la modificación del pedido-contrato, sino que lo fue un órgano colegiado jerárquicamente superior; dicho servidor público obtuvo la autorización verbal, por vía telefónica, para la adquisición del vehículo, ya que en el año dos mil tres fue costumbre que la Dirección Ejecutiva de Administración autorizara en forma verbal las adquisiciones; de la interpretación gramatical de los lineamientos respectivos se desprende que el oficio de autorización de inversión, aunque es un requisito indispensable, no es necesariamente previo al ejercicio de los recursos; el oficio de autorización expedido respecto a los cinco primeros vehículos era válido para la adquisición del sexto automotor; el veinte de enero de dos mil cuatro se recibió el oficio de autorización para la compra del vehículo, con lo que se convalida el acto atribuido al demandante; el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, por jerarquía, prevalece sobre los lineamientos administrativos respectivos, por lo que el servidor público estaba obligado a proveer los elementos necesarios a las Juntas Distritales Ejecutivas y sus Vocalías, de acuerdo con lo previsto en el artículo 101, párrafo 1, de la ley invocada, y que tal fin no se hubiera podido cumplir de otra manera, toda vez que la Dirección Ejecutiva de Administración comunicó a las Juntas Distritales que el quince de diciembre de dos mil tres era el cierre técnico del ejercicio de gastos y el nueve de enero de dos mil cuatro el límite para la comprobación de éstos.

Por consiguiente, la resolución recurrida es ilegal porque, no obstante que los puntos de referencia fueron objeto de un planteamiento por parte del hoy actor, respecto a ninguno de ellos se hizo la consideración correspondiente, por lo que en términos del artículo 6, apartado 3, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, este tribunal resolverá los aspectos omitidos con plenitud de jurisdicción.

Es infundado lo concerniente a que los Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuestarias para el Ejercicio 2003, no condicionan el ejercicio del gasto a la existencia previa del oficio de autorización de inversión. 

Como ha quedado sentado, las partes admiten que resulta aplicable al caso el apartado B de los lineamientos señalados y que el vehículo cuya adquisición es materia de la controversia es un bien que se ubica en los capítulos 5000 y 6000. El apartado B mencionado es del tenor siguiente: 

“B. ADECUACIONES COMPENSADAS.

Las adecuaciones presupuestarias compensadas siempre que se soliciten con oportunidad y debidamente motivadas y justificadas por las unidades responsables solicitantes, y resulten procedentes, las tramitará la Dirección Ejecutiva de Administración y someterá a las instancias correspondientes de manera tal, que el ejercicio de los recursos en cuestión se efectué una vez aprobada la adecuación correspondiente.

Las adecuaciones compensadas tienen un carácter excepcional y se sujetarán a las siguientes políticas:

1. Adecuaciones compensadas del capítulo 1000.

a. Adecuaciones presupuestarias compensadas que modifiquen la estructura ocupacional a nivel central o delegacional.

Corresponderá su autorización a la Junta General Ejecutiva siempre que se cuente con dictamen de la Dirección Ejecutiva de Administración y visto bueno del Secretario Ejecutivo.

b. Adecuaciones presupuestarias compensadas que no modifiquen la estructura ocupacional pero que signifiquen incrementos a la asignación del capítulo 1000.

Corresponderá su autorización a la Junta General Ejecutiva, siempre que se cuente con dictamen aprobado de la Dirección Ejecutiva de Administración y visto bueno del Secretario Ejecutivo.

c. Adecuaciones presupuestarias compensadas que no modifiquen la estructura ocupacional pero que signifiquen decrementos a la asignación del capitulo 1000.

Corresponderá su autorización a la Dirección Ejecutiva de Administración.

d. Adecuaciones presupuestarias compensadas entre partidas del capítulo 1000 que no modifiquen la estructura ocupacional.

Corresponderá su autorización a la Dirección Ejecutiva de Administración.

2. Adecuaciones compensadas de los capítulos 2000 al 7000.

a. Entre programas o unidades responsables.

Corresponderá su autorización a la Secretaria Ejecutiva con la opinión de la Dirección Ejecutiva de Administración y las unidades responsables involucradas.

b. Entre un mismo programa o unidad responsable y diferentes capítulos.

Corresponderá su autorización a la Dirección Ejecutiva de Administración. 

c. Entre partidas de un mismo capítulo de la misma unidad responsable y programa.

Corresponderá su autorización a la unidad responsable correspondiente. Para formalizar la transferencia se requiere que previamente a su ejercicio sea comunicada a la Dirección Ejecutiva de Administración quien tomara conocimiento de la misma para efectos de registro y control.

En el caso de partidas de los capítulos 5000 y 6000 se requiere solicitar a la Dirección Ejecutiva de Administración, el registro de la operación y autorización de su ejercicio, quien expedirá el “oficio de autorización de inversión”. 

Es verdad, como lo afirma el actor, que en los referidos lineamientos se establece que:

- Adecuaciones presupuestarias son las modificaciones a la estructura funcional-programática, administrativa y económica del presupuesto de egresos que se realizan durante el ejercicio fiscal (capítulo “definiciones” apartado A).

- Adecuaciones compensadas son las que corresponden a incrementos en determinadas partidas de la estructura programática vigente, que son compensadas con decrementos en otras (capítulo “definiciones” apartado C).

- Las adecuaciones compensadas debían solicitarse con oportunidad, debidamente motivadas y justificadas, y el ejercicio de los recursos debía efectuarse una vez aprobada la adecuación correspondiente (primer párrafo de la parte transcrita).

- No se tramitarían adecuaciones que se recibieran en la Dirección Ejecutiva de Administración después del veintiocho de noviembre de dos mil tres (capítulo “procedimiento” apartado 6).

Empero, en lo previsto en los lineamientos no se aprecia, ni siquiera a través de una interpretación gramatical, que el oficio de autorización de inversión no tenga el carácter de requisito previo al ejercicio de los recursos que pertenecen a las partidas 5000 y 6000. 

Lo anterior es así, pues en el apartado B que ha sido transcrito se observa que, en efecto, el ejercicio de recursos estaba condicionado a la aprobación de las adecuaciones presupuestarias compensadas.

Sin embargo, esa disposición aplica a las adecuaciones compensadas en lo general; sin embargo, el propio apartado invocado, a su vez, tiene disposiciones de carácter especial que se refieren a: 1. “Adecuaciones Compensadas del Capítulo 1000” y 2. “Adecuaciones Compensadas de los Capítulos 2000 al 7000”.

La disposición especial prevista en el último párrafo del número 2 establece, que en el caso de partidas de los capítulos 5000 y 6000 debe solicitarse a la Dirección Ejecutiva de Administración el registro de la operación y la autorización de su ejercicio, y dicha dirección expide el oficio de autorización de inversión.

Se insiste en que no existe controversia, en cuanto a la aplicación de este párrafo al caso de la adquisición de vehículos.

La voz “autorización” se define como “acción y efecto de autorizar”; el concepto “autorizar” es el de “dar a alguien autoridad o facultad para hacer alguna cosa” (Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española).

Así, la interpretación gramatical de lo previsto en el párrafo en comento es en el sentido de que es menester que, primero, se requiere el registro de la operación y la autorización del ejercicio, y segundo, que la autorización (como el otorgamiento de la facultad para el ejercicio de los recursos) la haga la Dirección Ejecutiva de Administración a través de oficio.  

Precisamente, esa interpretación gramatical evidencia, que la autorización es requisito previo para el ejercicio de los recursos, la cual debe ser expresada por medio del oficio respectivo, pues el propio concepto “autorización” comprende el de facultar a alguien a hacer algo; de ahí que sea inexacto lo alegado por el demandante, en relación a que los lineamientos “jamás condicionan el ejercicio del gasto a la existencia previa del oficio de autorización de inversión”, pues, como se ha dicho, ese condicionamiento sí se expresa en las hipótesis contenidas en el párrafo citado.

El hecho de que en los lineamientos no se haya establecido una fecha límite para solicitar y expedir dicho oficio de autorización, tal como se hizo para la tramitación de las adecuaciones presupuestarias, no es indicativo de que aquél no fuera un requisito previo para el ejercicio de los recursos, pues se insiste, esto último se desprende de los expresamente establecido en la hipótesis correspondiente.

En otra parte, el actor afirma que en el ejercicio correspondiente al año dos mil tres, fue costumbre que la Dirección Ejecutiva de Administración autorizara verbalmente las adquisiciones sin que se contara con el oficio de autorización de inversión, acto que se convalidaría o regularizaría posteriormente con la emisión de dicho oficio. Tal costumbre, sostiene el demandante, se debía al rezago que existía en la emisión de tales oficios.

El demandante afirma, que contó con la autorización expresa de la Dirección Ejecutiva de Administración, por conducto del Subdirector de Presupuesto, para adquirir el sexto vehículo.

Así mismo, dice demostrar la autorización verbal con la  copia fotostática de recibo telefónico y un escrito en el que Leoncio Ortiz Osorio, Coordinador Administrativo de la Junta Local Ejecutiva del Instituto Federal Electoral en Tlaxcala, dice hacer constar que se obtuvo autorización verbal, por vía telefónica, de Graciela Ramírez Martínez, profesional de servicios especializados del Departamento de Informática Presupuestal perteneciente a la Subdirección de Presupuesto, para que se adquiriera el vehículo en cuestión, si se contaba con recursos en el capítulo 5000.

La costumbre dice acreditarla, con los oficios:

- J.L.TX.1370/2003 de veintitrés de junio, J.L.TX.2077/2003 de diecinueve de septiembre y JDE01A/0478/2003 de diez de septiembre, todos de dos mil tres, relativos a solicitudes de oficios de autorización de inversión;  

- DRF/510/2004 de veintisiete de mayo de dos mil cuatro, por el que el Director de Recursos Financieros del Instituto Federal Electoral comunica al Vocal Ejecutivo Local y Distritales en Tlaxcala, mediante el cual comunica que se le remitan las cédulas analíticas de los importes ejercidos durante el año dos mil tres, para la elaboración urgente de los oficios de autorización faltantes; 

- Oficio J.L.TX.C.A.1045/04, de siete de junio de dos mil cuatro, en el que J. Jesús Lule Ortega da respuesta al oficio que antecede e informa al Director de Recursos Financieros que los oficios de autorización de las inversión respectivas habían sido expedidos en el dos mil tres; 

- Oficio SP/1030/2004 de seis de agosto de dos mil cuatro, relativo al envío del oficio de autorización DEA/1431/2003 de treinta de diciembre de dos mil tres, de una inversión correspondiente al ejercicio dos mil tres;

- Oficio SP/1818/2004 de veinticinco de noviembre de dos mil cuatro (ofrecido como prueba superveniente) por el que se envían los oficios DEA/1517/2003 y DEA/1518/2003, ambos de fecha treinta y uno de diciembre de dos mil tres, atinentes a la regularización de inversiones realizadas en el ejercicio dos mil tres.

Lo aducido por el actor es infundado.

Lo anterior es así, pues con la copia fotostática del recibo telefónico, lo único que se puede demostrar es que se establecieron comunicaciones, por esa vía, con los números en él señalados, en las fechas y horas indicadas; mas con ese documento no puede advertirse ni desprenderse entre qué personas se entablaron esas comunicaciones ni el contenido u objeto de las conversaciones, por lo que dicho documento no es apto para demostrar la autorización verbal alegada por el demandante.

El escrito de Leoncio Ortiz Osorio, Coordinador Administrativo de la Junta Local Ejecutiva del Instituto Federal Electoral en Tlaxcala, tampoco beneficia a los intereses del actor, toda vez que constituye únicamente la manifestación de una persona, en el sentido de que obtuvo autorización verbal por vía telefónica, para adquirir el sexto vehículo, de Graciela Ramírez Martínez, profesional de servicios especializados del Departamento de Informática Presupuestal perteneciente a la Subdirección de Presupuesto.

Esa manifestación aislada es insuficiente para probar la autorización verbal, puesto que no está concatenada con otro medio de convicción que refuerce lo expresado por esa persona.

No es óbice a lo anterior, que en la resolución reclamada se haya otorgado valor probatorio pleno a todas las probanzas aportadas por J. Jesús Lule Ortega, ya que, en conformidad con el artículo 137 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado (de aplicación supletoria en términos del artículo 95, párrafo 1, inciso a) de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral) que establece que el tribunal apreciará en conciencia las pruebas que se le presenten, sin sujetarse a reglas fijas para su estimación, y resolverá los asuntos a verdad sabida y buena fe guardada, se considera que el alcance de ese valor probatorio pleno otorgado a esos documentos es el de tener la certeza de que se hicieron llamadas telefónicas a los números, fechas y horas que aparecen en el denominado recibo telefónico; de igual forma, existe la certeza de la existencia del oficio señalado, mas no así de la veracidad de las afirmaciones ahí vertidas.

Además, tales afirmaciones no son totalmente acordes con el hecho expresado por el actor, ya que éste manifestó que contaba con la autorización expresa de la Dirección Ejecutiva de Administración, por conducto del Subdirector de Presupuesto, y en el oficio se manifiesta que la autorización verbal por vía telefónica, para adquirir el sexto vehículo, se obtuvo de Graciela Ramírez Martínez, profesional de servicios especializados del Departamento de Informática Presupuestal perteneciente a la Subdirección de Presupuesto .

La costumbre tampoco está demostrada, toda vez que las pruebas mencionadas acreditan únicamente casos aislados en los que, en el año dos mil cuatro, se remitieron oficios de “regularización” respecto de inversiones realizadas en el dos mil tres. Es más, en el oficio DRF/510/2004 de veintisiete de mayo de dos mil cuatro, el Director de Recursos Financieros afirma que se detectaron importes ejercidos sin que se contara con el oficio de autorización, lo cual debía ser objeto de regularización.

Es evidente entonces, que el ejercicio de recursos sin contar previamente con el oficio de autorización, si bien pudo darse en algunos casos, ello no es indicativo de que se haya constituido en una práctica que, a fuerza de repetirse constantemente, se haya establecido como una norma, puesto que los casos indicados, además de que no conforman un número significativo para considerar que así se dio en todos los demás, en realidad evidencian de que la falta del oficio en comento constituía una situación sujeta a regularización.

Aunado a lo anterior, en autos obran constancias aportadas por el propio servidor público con las que acreditó, que contaba con el oficio de autorización de inversión previamente a la compra de los cinco primeros vehículos, ya que dicho oficio (DEA/853/2003 de diecinueve de septiembre de dos mil tres) le fue enviado mediante distinto oficio SP/1468/2003 de veintitrés de septiembre de dos mil tres, el cual fue recibido por la Junta Local Ejecutiva de Tlaxcala el veintiséis de septiembre siguiente; y el pedido-contrato para  la compra  de esos cinco vehículos se llevó a cabo el diecinueve de noviembre de ese año.

Esto demuestra que el propio demandante obtuvo el oficio de autorización previamente al ejercicio de los recursos para la adquisición de los cinco automotores; lo cual se opone a la afirmación de que se estableció, como costumbre, que en forma verbal se autorizaban el ejercicio de recursos para adquisiciones, sin que se contara con el oficio de autorización de inversión.

Además, aun en la hipótesis más favorable para el demandante, de que sí hubiera quedado probado ese proceder repetitivo y constante, ello no podría considerarse como costumbre, toda vez que no es admisible como tal la realización de actos contrarios a un ordenamiento administrativo emitido conforme con la ley.

Es decir, si en el número 2 del apartado B del capítulo II de los Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuestarias para el Ejercicio 2003, se prevé expresamente la solicitud y el otorgamiento del oficio de autorización de inversión para que se puedan ejercer recursos para determinadas adquisiciones, no puede aducirse que sea válida, como costumbre, una práctica contraria a esa normatividad. Máxime que, como se ha visto, en autos obran constancias que demuestran que la compra de los primeros cinco vehículos se hizo conforme con lo previsto en los lineamientos, lo que hace patente que la falta del oficio de inversión, previamente a la utilización de los recursos, no constituyó una práctica repetida y constante para poder ser considerada como costumbre.

De ahí que resulte infundado lo atinente a la costumbre hecha valer por el demandante.

Por otra parte es infundado lo atinente a que con el oficio de autorización de inversión DEA/853/2003 de diecinueve de septiembre de dos mil tres, se cumplía con lo previsto en los lineamientos aplicables, ya que éstos no señalan que en tales oficios se debe especificar cada bien a adquirir.

No asiste razón al actor, pues aunque los lineamientos no prevean en forma expresa, que en los oficios de autorización se debe precisar el bien cuya adquisición ha sido permitida, esto es una cuestión lógica que se deriva de la propia naturaleza de los actos ejecutados y asentados en los documentos respectivos, puesto que se trata de la asignación, autorización y ejercicio de recursos públicos.

Además, en el párrafo 1 del capítulo III denominado “procedimiento” de los lineamientos administrativos, se establece que para la aplicación e instrumentación de las adecuaciones presupuestarias se requerirá que el área solicitante formule los formatos denominados “solicitud de afectación presupuestaria”, “justificación de la afectación presupuestaria” y, en su caso, “cédula analítica de bienes muebles e inmuebles”.     

Las constancias que obran en autos evidencian, que los documentos atinentes a la solicitud de transferencias presupuestales compensadas, la solicitud de oficios de autorización así como éstos, contienen la especificación de los bienes que se pretende y se autoriza adquirir.  

Así se observa en distintos oficios aportados por el demandante, tales como: 

Oficio J.L.TX.1694/2003 de veintitrés de julio de dos mil tres, en el que se solicita la transferencia presupuestal presupuestada, en cuyos anexos se describen y especifican los bienes a adquirir;

Oficio J.L.TX.1830/03 de seis de agosto de dos mil tres, en el que J. Jesús Lule Ortega solicita, entre otras cosas, la expedición del oficio de autorización de inversión para la adquisición de los bienes precisados en la cédula analítica que se acompañó con dicho oficio, en la cual se describen los bienes, cantidades y precio unitario; entre esos bienes se señalan cinco vehículos.

Aunado a lo anterior, contrariamente a lo afirmado por el demandante, en el oficio de autorización de inversión DEA/853/2003 sí se especifican los bienes materia de dicha autorización, pues en el formato denominado “desglose de la inversión” se hace la relación de los bienes en cuanto a su descripción, cantidad, costo unitario y costo total, en el cual se especifican cinco vehículos, los cuales, como se ha visto, fueron adquiridos mediante el pedido-contrato IFE/0018/2003 de diecinueve de noviembre de dos mil tres.

Sumado a esto, en autos también obran las constancias relativas al oficio J.L.TX.2473/03 de veinticuatro de noviembre de dos mil tres, por el que se solicita la afectación presupuestaria y el oficio de autorización de inversión para la compra de diversos bienes, entre ellos, el vehículo materia de la controversia; así como el oficio DEA/1262/2003 de treinta de diciembre de dos mil tres, en el que se autoriza la inversión para la compra de bienes, entre los cuales se encuentra el automotor mencionado, según se advierte en el formato “desglose de la inversión”.

Lo anterior pone de manifiesto que, atento a lo previsto en los lineamientos administrativos aplicables, a la naturaleza de los actos jurídicos que en ellos se prevén y a las constancias que obran en autos, la especificación de los bienes cuya compra se autoriza es un requisito que debe observarse en el procedimiento que comprende la solicitud de las adecuaciones presupuestarias, el otorgamiento de éstas, la solicitud del registro de la operación y del oficio de autorización de inversión, la expedición de éste, la compra de los bienes y su comprobación.    

 

Por tanto, es infundado que con el oficio de autorización DEA/853/2003, el demandante haya contado con la autorización para adquirir el vehículo materia de la controversia, toda vez que aquel oficio comprende bienes distintos a éste; esto aunado a que en autos obran los oficios que sí corresponden a la autorización de dicho bien.



Lo anterior da lugar a declarar infundado el motivo de inconformidad en estudio.

Es inatendible la alegación consistente en que, debido a que el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales es de mayor jerarquía que los lineamientos, el actor tenía que cumplir con la obligación prevista en aquél, consistente en proveer a las Juntas Distritales  Ejecutivas  y  sus  Vocalías
de los elementos necesarios para el cumplimiento de sus funciones.

Lo anterior es inatendible en virtud de que, en el caso, no existe un conflicto de normas para pretender hacer valer que una, por ser de mayor jerarquía, autoriza o justifica la inobservancia de un cuerpo normativo administrativo de jerarquía menor. 

Cierto es que el artículo 101 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales establece cuáles son las atribuciones de los Vocales Ejecutivos de las Juntas Locales, que es el cargo que ocupaba el actor en el Estado de Tlaxcala. También lo es que el inciso f) del apartado 1 establece como atribución de tales funcionarios la de proveer a las Juntas Distritales Ejecutivas y los Consejos Distritales los elementos necesarios para el cumplimiento de sus funciones.

Sin embargo, esa disposición no pugna con lo previsto en los lineamientos administrativos en comento, puesto que éstos en modo alguno impiden el ejercicio de aquella atribución; por el contrario, lo que hacen tales lineamientos es fijar los criterios para el eficaz y responsable ejercicio de esa atribución por virtud del manejo y disposición de recursos públicos. 

Sumado a lo anterior, el artículo 25 del Estatuto del Servicio Profesional Electoral y del Personal del Instituto Federal Electoral dispone: “el personal de carrera quedará sujeto a las disposiciones del Código, del presente Estatuto, de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, a las que deriven de las mismas y a las demás aplicables”.

Esta disposición pone de manifiesto, que los servidores públicos de carrera del Instituto Federal Electoral están constreñidos a observar los ordenamientos aplicables a la materia, por lo que los lineamientos administrativos en comento también eran de observancia obligatoria; máxime que, como se ha dicho, no existe conflicto entre lo dispuesto en el artículo 101 inciso f) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y los Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuestarias para el Ejercicio 2003, por lo que es dable la observancia de ambos cuerpos normativos en el ejercicio de la atribución del Vocal Ejecutivo Local, consistente en proveer a las Juntas Distritales Ejecutivas y a los Consejos Distritales los elementos necesarios para el cumplimiento de sus funciones.

Así mismo, es inatendible la alegación de que el demandante no fue quien ordenó la modificación del pedido-contrato, para que se incluyera la adquisición de un vehículo adicional a los cinco originalmente visitados, sino que dicha orden provino de un órgano colegiado jerárquicamente superior al servidor público. 

En las constancias de autos obra la copia fotostática del acta de la sesión extraordinaria número 09/2003, del Subcomité de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios de la Junta Local Ejecutiva del Instituto Federal Electoral en el Estado de Tlaxcala, llevada a cabo el trece de noviembre de dos mil tres. 

La parte relacionada con la modificación del pedido-contrato para la adquisición de un vehículo adicional es del tenor siguiente: 

“…A continuación, el ingeniero Jesús Lule Ortega comenta que de acuerdo a la evaluación de la propuesta ganadora, se obtiene como resultado una economía presupuestal en la partida correspondiente, suficiente para la adquisición de un vehículo adicional, comentando además que dicha posibilidad es con fundamento en el punto 7.3 de las bases de la propia licitación que establece: de conformidad con el artículo 52 de “la ley”, “el instituto” podrá modificar el pedido-contrato dentro de los 12 meses posteriores a su firma, hasta por un 20% adicional de los conceptos y volúmenes establecidos originalmente en el mismo. En este caso el participante adjudicado deberá entregar la modificación respectiva de la garantía de cumplimiento por dicho incremento, preguntando enseguida: ¿Alguien quiere hacer uso de la palabra? Acto seguido solicitó al licenciado Eleuterio Piedras Pérez consulte a este Subcomité, si se aprueba la modificación del pedido-contrato que en su momento se formalice para que incluya la adquisición de un vehículo adicional a los cinco ordinalmente licitados con las mismas características técnicas y oferta económica presentadas por el proveedor adjudicado. El licenciado Eleuterio Piedras Pérez pregunta a los integrantes del Subcomité si se aprueba la modificación del pedido-contrato que en su momento se formalice para que incluya la adquisición de un vehículo adicional a los cinco originalmente licitados, ajustándose a lo establecido en el punto 7.3 de las bases de licitación, aprobándose por unanimidad. 

Como se observa, lo relativo a la modificación del pedido-contrato para que se incluyera la adquisición de un vehículo más, si bien fue aprobada por el Subcomité de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios de la Junta Local, ello no es razón para que los lineamientos administrativos respectivos fueran inobservados; tampoco se advierte que se haya deliberado o acordado algo en el sentido de que ese acto se realizara a través de un trámite distinto que prescindiera del oficio de autorización de inversión y que por tal motivo J. Jesús Lule Ortega se vio obligado a hacerlo de esa forma.

Además, como el propio actor lo afirma, él era quien tenía que ejercer su atribución prevista en el inciso f) del párrafo 1 del artículo 101 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales a través de la realización del trámite previsto en los lineamientos administrativos respectivos.

De ahí que, para el caso concreto, resulta irrelevante que la adquisición del vehículo objeto de la controversia haya sido acordada por un órgano jerárquicamente superior al actor, puesto que a éste, como Vocal Ejecutivo Local, le correspondía emplear sus atribuciones para tal efecto de acuerdo con lo previsto en el artículo 25 del Estatuto, el cual ha quedado transcrito; razón por la cual lo alegado por el demandante resulta inatendible.

En cambio, de algunas manifestaciones realizadas por el actor se desprenden elementos que debieron haber sido tomados en cuenta para considerar, que si bien uno de los requisitos previstos en los lineamientos administrativos no fue observado, ello no tuvo la magnitud suficiente para que se le atribuyera al actor responsabilidad administrativa ni la imposición de la sanción, lo cual se determina en aplicación del principio de la suplencia de la queja deficiente, previsto en el apartado 1 del artículo 23 de la ley invocada. 

Tales manifestaciones se refieren a los siguientes puntos:

- por virtud del remanente de recursos que ya habían sido asignados a la Junta Local, y autorizados para la adquisición, entre otros bienes, de los primeros cinco vehículos, en sesión extraordinaria de trece de noviembre de dos mil tres, el Subcomité de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios de la Junta Local de Tlaxcala aprobó solicitar la autorización para la adquisición de un vehículo más;

- mediante oficio de veinticuatro de noviembre de dos mil tres, se realizó la solicitud de la expedición del oficio de autorización para adquirir ese vehículo;

- debido a las fechas límite para el ejercicio y comprobación del gasto (comunicadas por la Dirección Ejecutiva de Administración en oficio DEA/080/2003 de fecha veinticinco de noviembre de dos mil tres)  no hubiera sido posible cumplir con el fin de proveer a la Junta Local Ejecutiva del vehículo destinado al cumplimiento de sus funciones, ya que el oficio de autorización de inversión fue recibido en dicha junta el veinte de enero de dos mil cuatro;

- la expedición del oficio de autorización de inversión convalida la adquisición realizada, y

- debe tenerse en cuenta el espíritu y función de la ley. La Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos persigue el fin de asegurar que el ejercicio del servicio público sea honesto, eficiente, eficaz y con principios éticos. 

Ahora bien, atentos los principios que rigen el derecho administrativo disciplinario, previstos para la implementación de una política represiva eficaz, se estima necesario establecer lo siguiente.

El derecho administrativo disciplinario (así como el derecho penal) como parte del ius puniendi del Estado tiene como finalidad directa e inmediata la prevención de la comisión de los ilícitos, para disuadir y evitar su proliferación y comisión futura.

La tipificación y sanción de las infracciones administrativas tienden generalmente a la tutela de intereses generados en el ámbito social y persigue el fin de hacer posible que la autoridad administrativa lleve a cabo su función.

Así, uno de los principios sostiene que el objetivo de una buena política represiva no es el de sancionar, sino lo contrario, no sancionar, más bien prevenir, porque con la simple amenaza se logra el cumplimiento efectivo de las órdenes y obligaciones cuando el aparato represivo oficial es activo y honesto.  

Este principio represivo fundamental se traduce en otro consistente en que la sanción es la ultima ratio del Estado, en que sólo debe acudir a ella cuando no se pueden utilizar otros medios más convincentes y eficaces para lograr el cumplimiento de las órdenes y prohibiciones. 

Otro principio, el de los intereses protegidos, establece que las normas sancionadoras pretenden, fundamentalmente, que no se produzca un daño a los intereses y bienes generales, y para evitar ese daño hay que evitar el riesgo, que es el verdadero objetivo de la política represiva. 

Ahora, en la resolución impugnada se estimó que la conducta del servidor público infringió el artículo 8, fracciones I, II y XXIV de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, por virtud de la inobservancia del apartado B del capítulo II de los Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuestarias para el Ejercicio 2003.

Las fracciones señaladas del artículo de la ley invocada disponen: 

“Artículo 8. Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones: 

I. Cumplir el servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión; 

II. Formular y ejecutar los planes, programas y presupuestos correspondientes a su competencia, y cumplir las leyes y la normatividad que determinen el manejo de recursos económicos públicos; 

(…)

XXIV. Abstenerse de cualquier acto u omisión que implique el incumplimiento de cualquier disposición legal, reglamentaria o administrativa relacionada con el servicio público.”

Así mismo, el último párrafo del artículo invocado establece que el incumplimiento de cualquier disposición prevista en dicho precepto dará lugar al procedimiento y a las sanciones que correspondan.

Sin embargo, para atribuir responsabilidad e imponer sanciones por inobservancia de la normatividad se debe tomar en cuenta la naturaleza y el ámbito de aplicación de dicha normatividad, así como el riesgo creado y el daño producido a los intereses y bienes generales.

Por ejemplo, la transgresión a un reglamento de vialidad o de tránsito vehicular, al no respetarse una señal de “alto” pone en riesgo la seguridad de los ciudadanos, independientemente de que se produzca un daño o no y que ello genere responsabilidad del infractor. En estos casos, la sola transgresión a la norma produce la sanción prevista en ésta. Situaciones similares podrían darse en violaciones a normatividades de salud, ambientales, etcétera.  

Pero esto no opera así en todas las normatividades administrativas. En el caso de las que rigen el servicio público, también es menester advertir el riesgo y el daño que produzca su inobservancia, para atribuir la responsabilidad e imponer sanción al infractor.

La sanción impuesta al demandado se sustenta en las hipótesis transcritas de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, atinentes al cumplimiento cabal de su función y la observancia de las leyes y la normatividad correspondientes. 

En cuanto al desempeño de los miembros del servicio profesional electoral, el Estatuto del Servicio Profesional Electoral y del Personal del Instituto Federal Electoral, en sus artículos 1 y 3, prevé:

“Artículo. El presente Estatuto tiene por objeto:

I. 

Regular la planeación, organización, operación, desarrollo, control y evaluación del Servicio Profesional Electoral y del personal del Instituto Federal Electoral;

II. Establecer derechos, obligaciones, prohibiciones y sanciones, y el procedimiento administrativo para imponerlas, así como los medios de defensa con los que cuenta el personal del Instituto, y

III. Reglamentar lo referente a las demás materias que el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales determina que deben ser reguladas por este ordenamiento.

Articulo 3. El Servicio tiene por objeto:

I. Coadyuvar al cumplimiento de los fines del Instituto y al ejercicio de las atribuciones de los órganos del mismo, fomentando entre sus miembros la lealtad e identificación con la institución y sus fines; 

II. Garantizar los principios de constitucionalidad y legalidad de los actos y resoluciones electorales;

III. Asegurar que el desempeño de sus miembros se apegue a los principios rectores de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad;

IV. Proveer al Instituto de personal calificado, y

V. Otorgar certeza jurídica al personal del Instituto.

El artículo 7 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos dispone:

“Artículo 7. Será responsabilidad de los sujetos de la Ley ajustarse, en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones, a las obligaciones previstas en ésta, a fin de salvaguardar los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que rigen en el servicio público.”

Como se ha dicho, las infracciones administrativas tienden la tutela de intereses sociales y tienen como objetivo el de hacer posible que la autoridad administrativa lleve a cabo su función.

Ahora bien, en el caso concreto existen elementos que ponen de manifiesto, que la conducta y omisión por parte de J. Jesús Lule Ortega no ameritan la responsabilidad atribuida ni la sanción impuesta, puesto que, por una parte, se advierte que los artículos 1 y 3 del Estatuto, y 7 de la Ley Federal de Responsabilidades no fueron trastocados, y por otra, que la pretendida infracción al artículo 8 de dicha ley, por la inobservancia de los lineamientos, no generó riesgo ni produjo daño a la función pública.

Lo anterior es así, pues se observa que J. Jesús Lule Ortega se ubicó en una posición en la que pretendió cumplir diligentemente su función conforme con sus atribuciones; no obró con dolo ni con mala fe; actuó sobre la base de una creencia errónea y, a final de cuentas, los requisitos previstos en la normatividad para el ejercicio de los recursos quedaron colmados.

Los elementos que permiten sostener lo anterior consisten en lo siguiente: 

1. El actor exhibió copia de los oficios VE JLTX/1692/2003 y VE JLTX/1693/2003, ambos de veintitrés de julio de dos mil tres, que dirigió, respectivamente, al Director Ejecutivo de Administración y al Director Ejecutivo de Organización Electoral, en los que solicita que, debido a la insuficiencia de vehículos en las subdelegaciones en el estado de Tlaxcala, se les tomara en cuenta para el reparto de los vehículos que habían sido adquiridos por el Instituto; ambos oficios tiene idéntico contenido que es del siguiente tenor:

“(...)

En relación con la reunión de trabajo a la cual fue convocado el día 13 de mayo del año en curso, en el Lobby del edificio “B” de las Oficinas Centrales del Instituto, en la cual se nos informó que de las economías logradas en la Dirección Ejecutiva de Organización Electoral se adquirirían vehículos que serían destinados a los Órganos en las Delegaciones y Subdelegaciones del Instituto, y toda vez que en fechas recientes se ha efectuado la distribución de los citados vehículos en otras entidades federativas, me permito solicitar a usted se considere a esta Entidad Federativa en el reparto de los vehículos recientemente adquiridos. 

Lo anterior fundamentado en la insuficiencia del parque vehicular con que cuentan las Subdelegaciones en el Estado  de Tlaxcala, y a las deplorables condiciones en que se encuentran las unidades con que actualmente se cuenta.

No Dudando de una respuesta favorable a esta atenta petición, me es grato enviarle un cordial saludo.

(…)”

Asimismo, en este estudio ha quedado transcrita la parte conducente del acta de la sesión extraordinaria del Subcomité de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios de la Junta Local Ejecutiva en Tlaxcala, en la que se acordó realizar los trámites para la adquisición de un vehículo más, a los que entonces se habían autorizado.

Como se ve, estas constancias se refieren a la necesidad de la Junta Local Ejecutiva en Tlaxcala de contar con vehículos para el desempeño de sus funciones, y que la adquisición del que fue objeto de la controversia fue acordada en una sesión por parte de la instancia colegiada mencionada; lo que permite establecer, en principio, que J. Jesús Lule Ortega actuó de acuerdo a las necesidades de la Junta Local y al acuerdo señalado.

2. Los Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuestarias para el Ejercicio 2003 establecen ciertas bases para la tramitación de adecuaciones presupuestarias compensadas, a saber: 

a) deben solicitarse por las unidades responsables con oportunidad y debidamente motivadas y justificadas;

b) las tramitará la Dirección Ejecutiva de Administración;

c) se someterán a las instancias correspondientes, de manera tal que el ejercicio de los recursos se efectúe una vez aprobada la adecuación correspondiente; 

d) en el caso de partidas de los capítulos 5000 y 6000 se requiere solicitar a la Dirección Ejecutiva de Administración  el registro de la operación y la autorización de su ejercicio, y   
  

e) dicha dirección expedirá el oficio de autorización de inversión.

Al actor se le atribuye el ejercicio de los recursos sin contar previamente con el oficio de autorización de inversión. Es decir, de los lineamientos que anteceden no se alegó problema alguno con los señalados con los incisos a) al d).

Así mismo, la petición para la adquisición de un vehículo más se dio dentro del marco de la existencia de recursos remanentes de los que habían sido autorizados para la adquisición de distintos bienes, entre ellos, los primeros cinco vehículos.

Lo anterior dio lugar a que el actor, a través del oficio J.L.TX.2473/03 de veinticuatro de noviembre de dos  mil tres solicitara el oficio de autorización de inversión, el cual se transcribe a continuación:

Tlaxcala, Tlax., Noviembre 24 de 2003.

Oficio No. J.L.TX.2473/03.

Lic. Gustavo E. Varela Ruiz

Director de Recursos Financieros

P r e s e n t e.

Por este conducto informo a usted que como resultado de la adquisición de mobiliario, equipo de administración, bienes informáticos y vehículos realizados por esta Junta Local conforme al oficio de autorización de inversiones número DEA/853/2003 de fecha 19 de septiembre del presente año, se obtuvo una economía de $212,513.00----------------------------- (Doscientos doce mil quinientos trece pesos 00/100 M.N., la cual será aplicada de la siguiente forma:

Capítulo  2000 “Materiales y Suministros” $70,583.00

Capítulo 3000 “Servicios Generales” $12,722.00

Capítulo 5000 “Bienes Muebles e Inmuebles” $129,208.00

Por tal motivo, solicito su amable intervención a fin de obtener, autorización de las solicitudes de afectación presupuestaria que se adjuntan al presente, así como el oficio de autorización de inversiones, de acuerdo al contenido de la Cédula Analítica de Bienes Inventariables que se anexa.

No omito mencionar, que el presupuesto para su adquisición será con cargo a los recursos provenientes del Anexo Técnico Número Uno al Convenio de Apoyo y Colaboración celebrado con el Gobierno del Estado.

Sin otro particular, agradezco de antemano su valioso apoyo.

A t e n t a m e n t e. 

Ing. J. Jesús Lule Ortega

Vocal Ejecutivo.

Como se ve, la solicitud de autorización de inversión para la compra, entre otros bienes, del automotor objeto de la controversia, se dio por los recursos que restaron en el ejercicio de los que previamente habían sido asignados y autorizados para la adquisición de bienes distintos.

Lo anterior pone en evidencia, que la irregularidad en la adquisición del vehículo se fincó, únicamente, en la falta del oficio de autorización de inversión y no en la falta de otros elementos tales como los demás señalados en los incisos a) al d) en párrafos precedentes. 

3. Mediante oficio DEA/080/2003 de veinticinco de noviembre de dos mil tres, remitido por la Dirección Ejecutiva de Administración, el cual fue recibido en la Junta Local Ejecutiva del Instituto Federal Electoral en Tlaxcala el veintisiete de noviembre posterior, se comunicó a los Vocales Ejecutivos de las Juntas Locales y Distritales, así como a los Directores de Centros Regionales de Cómputo, lo siguiente: 

Dirección Ejecutiva de Administración     Oficio Circular No. DEA/080/2003.

                  México, D.F. a 25 de noviembre de 2003.

C. Vocales Ejecutivos de las Juntas Locales Ejecutivas, Juntas Distritales y Directores de Centros Regionales de Cómputo

P r e s e n t e. 

La Dirección Ejecutiva de Administración es la responsable de integrar, la Cuenta de la Hacienda Pública Federal del presente ejercicio.

Con el propósito de llevar a cabo el Cierre del Ejercicio Presupuestal y Contable 2003, se informa mediante la presente circular, las actividades que cada Junta Local Ejecutiva, Junta Distrital y Centro Regional de Cómputo deberán ejecutar para proporcionar la información y documentación de cierre y las fechas límite para su envío a esta Dirección Ejecutiva. 

La fecha límite para presentar ante esta Dirección solicitudes de transferencias compensadas de recursos con cargo al presupuesto que tienen asignado, será el 28 de noviembre del presente año.

Se establece como fecha de cierre técnico de la gestión presupuestarias el 15 de diciembre del año en curso a efecto de que las Juntas Locales y Distritales a partir de esta comunicación, realicen una programación oportuna de sus obligaciones de pago con cargo a sus presupuestos autorizados, de tal forma que únicamente conserven en su cuenta bancaria los recursos suficientes para cubrir los compromisos a devengar a más tardar el día 31 de diciembre y el remanente nos lo hagan saber para que el día 15 de del mismo mes del presente año la Subdirección de Operación Financiera esté en posibilidad de retirar los remanentes presupuestarios tanto de gasto de operación como de inversión, para ello deberá anexar a sus escritos los formatos de reintegros correspondientes debidamente requisitazos, o bien de no existir remanentes, es decir si el presupuesto se ejerciera al 100% deberán notificarlo mediante oficio en la fecha indicada.

Por lo que corresponde al cierre contable y presupuestal, el día 9 de enero de 2004, será el último día para recibir comprobaciones a través del Sistema Integral para la Administración de Recursos (SIAR) del ejercicio 2003.    

Para la validación de cifras presupuestarias y contables deberán enviar, a más tardar, el día 16 de enero de 2004, la Balanza de Comprobación acumulada a primer nivel al 31 de diciembre de 2003, en original y firmada por los responsables, con el fin de contar con información veraz y oportuna, se anexa guía para iniciar el cierre presupuestal-contable.

Con base en lo anterior de tener un cierre presupuestal ordenado y oportuno es importante señalar, que los órganos delegaciones que no cumplan con la comunicación el 15 de diciembre de sus remanentes presupuestales, se procederá el 31 de diciembre al retiro de los saldos que presenten en sus cuentas bancarias.

Lo anterior para estar en posibilidad de cumplir en tiempo y forma con la presentación de la Cuenta de la Hacienda Pública Federal del ejercicio fiscal 2003.

Les envío un cordial saludo, reiterándoles mi especial consideración.

A t e n t a m e n t e

El Director Ejecutivo

Lic. Alfonso Fernández Cruces.

En ese oficio se aprecia la comunicación al actor, de las actividades que debían ejecutar para proporcionar la información y documentación del cierre del ejercicio presupuestal y contable correspondiente al año dos mil tres, y las fechas límite para su envío a esa Dirección Ejecutiva. 

Se señaló el veintiocho de noviembre de ese año como límite para presentar las solicitudes de transferencias compensadas de recursos con cargo al presupuesto asignado a cada junta.

Se estableció el quince de diciembre como fecha de cierre técnico de la gestión presupuestaria, para que las juntas programaran oportunamente sus obligaciones de pago con cargo a los presupuestos autorizados y conservaran en su cuenta bancaria los recursos suficientes para cubrir sus compromisos a más tardar el treinta y uno de diciembre; si hubiera remanente se debería hacer saber a la Dirección Ejecutiva el día quince de diciembre, para que se procediera a su retiro de las cuentas.

Se fijó el nueve de enero de dos mil cuatro como último día para recibir comprobaciones a través del Sistema Integrador para la Administración de Recursos del ejercicio 2003.

Con el fin de contar con información veraz y oportuna para la validación de cifras presupuestarias y contables, se estableció el dieciséis de enero de dos mil cuatro como límite para enviar la balanza de comprobación acumulada a primer nivel al treinta y uno de diciembre de dos mil tres.

Como se aprecia, la Dirección Ejecutiva de Administración impuso plazos fatales para el ejercicio de los recursos y comprobaciones respectivas, de tal suerte que, en el caso hipotético de que se hubiera esperado a la expedición del oficio de autorización de inversión (veinte de enero de dos mil cuatro) la adquisición del vehículo ya no habría sido posible.

4. El oficio de autorización de inversión DEA/1262/2003 de treinta de diciembre de dos mil tres, para la adquisición del vehículo objeto de la controversia, fue recibido en la Junta Local Ejecutiva de Tlaxcala el veinte de enero de dos mil cuatro; el oficio por el que se remitió el de autorización es como sigue:

 OFICIO No. SP/0081/2004.

México, D.F. 14 de enero de 2004.

Ing. J. Jesús Lule Ortega 

Vocal Ejecutivo de la Junta Local Ejecutiva en el Estado de Tlaxcala

P r e s e n t e 

En atención al oficio No. J.L.TX.2473/2003, adjunto envío a usted Oficio de Autorización de Inversión No. DEA/1262/2003, en el que se autoriza la adquisición de mobiliario, equipo de administración y vehículo, hasta por $129,208.00, conforme lo solicita en el oficio de referencia.

Sin otro particular de momento, envío a usted un cordial saludo.

Atentamente.

                     El Sudirector

               Lic. José Gutiérrez Ruiz

En los anexos que acompañaron el oficio de autorización está el del formato denominado “desglose de la inversión” en el que se especifica el vehículo en cuestión.

Con este oficio se evidencia que, a final de cuentas, quedaron colmados todos los requisitos previstos en los lineamientos para la adquisición del vehículo. 

5. En autos existen constancias que demuestran que durante el año dos mil cuatro se dieron autorizaciones y regularizaciones de inversiones, respecto de ejercicios de recursos realizados en el dos mil tres.

Si bien tales constancias no fueron aptas para acreditar la costumbre alegada por el actor, sí permiten ver que oficios de autorización de inversión para el ejercicio del año dos mil tres fueron elaborados durante el dos mil cuatro, lo cual, sin que se justifique esa práctica irregular, sí explica, en cierta medida, el error en la creencia del actor de que así se podían hacer las cosas, de tal suerte que la identificó como una costumbre.

En suma, los elementos descritos sirven de base para sostener, que el proceder de J. Jesús Lule Ortega se dio dentro de un marco en el que:

- existía necesidad material de la Junta Local de contar con el vehículo adquirido; 

- no se consideraron infringidos los demás requisitos que comprende el procedimiento previsto en los lineamientos para la adquisición de ese bien, sino únicamente el relativo al oficio de autorización de inversión;

- la adquisición se hizo con afectación al remanente de recursos que previamente ya habían sido asignados y autorizados para la compra de otros bienes destinados a la Junta Local Ejecutiva en Tlaxcala;

- de haber esperado la remisión del oficio en comento, la adquisición del bien habría sido formalmente imposible de realizar, debido a la fijación de días límite para el ejercicio de los recursos y comprobación de su aplicación;

- a final de cuentas, la autorización de la operación se dio a través del oficio respectivo;  

- la necesidad de contar con un vehículo en la Junta Local Ejecutiva de Tlaxcala y la proximidad en el fenecimiento de los plazos para el ejercicio de recursos en el año dos mil tres, demuestran más bien la diligencia con que actuó el servidor público, aunque si bien, bajo el error de creer que las cosas podían hacerse como las hizo, esto, con el fin de cumplir con sus atribuciones de proveer a la Junta Local Ejecutiva en Tlaxcala del vehículo que era necesario para el cumplimiento de sus funciones; 

- en la resolución recurrida se admite que no se causó daño patrimonial al Instituto Federal Electoral, ya que dicho vehículo se encuentra en servicio en la Junta Local respectiva; además de que, como se ha dicho, los recursos ejercidos corresponden al remanente de los que ya había sido autorizados su ejercicio para la adquisición de otros bienes.

Por consiguiente, se estima que el proceder de J. Jesús Lule Ortega, no infringe los principios de constitucionalidad y legalidad de los actos electorales previstos en el artículo 3 del Estatuto, ni a los de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que rigen el servicio público, previstos en el artículo 7 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, puesto que es evidente que en dicho proceder no existió mala fe, dolo, deshonestidad, deslealtad, parcialidad o ineficiencia o ánimo de infringir el reglamento administrativo respectivo.

Por lo expuesto y atentos los principios del derecho administrativo disciplinario expresados en este estudio, se considera que no cabe atribuir responsabilidad ni imponer sanción a J. Jesús Lule Ortega. 

Lo anterior es así, toda vez que no se advierte que la conducta de dicho servidor público haya provocado que el Instituto no pudiera llevar a cabo su función; es más, pudiera decirse que ese proceder, aunque en el error, tendía a contribuir a que la Junta Local Ejecutiva cumpliera su función de una manera más adecuada.

Tampoco se aprecia que se haya puesto en riesgo o dañado los intereses generales, pues la aplicación de los recursos (remanentes de una primera autorización) finalmente fue autorizada, y el vehículo materia de la controversia está en servicio cumpliendo el fin para el que fue adquirido.

Como se ha visto, uno de los principios sostiene que el objetivo de una buena política represiva no es el de sancionar, sino el de no sancionar, más bien prevenir, porque con la simple amenaza se logra el cumplimiento efectivo de las órdenes y obligaciones; esto se traduce en que la sanción es la ultima ratio del Estado, a la que sólo debe acudir cuando no se pueden utilizar otros medios más convincentes y eficaces para lograr el cumplimiento de las órdenes y prohibiciones.

De ahí que se estime, que el objetivo disuasivo del derecho administrativo disciplinario se encuentre satisfecho, sin que sea necesario imponerle sanción alguna, dados los elementos y las circunstancias que han sido patentizados en este estudio.

Las excepciones y defensas opuestas por la parte demandada denominadas falta de acción y de derecho del actor; amonestación privada justificada; confesión expresa del actor y las demás que resulten de los términos de la contestación de demanda, no operan en el presente caso, dado que se sustentan sobre la base de que fue demostrado en el procedimiento administrativo de origen, que el funcionario público infringió la normatividad al adquirir un vehículo sin contar previamente con el oficio de autorización.

Sin embargo, las consideraciones expresadas en este estudio establecen las bases para sustentar, que no cabe atribuir responsabilidad ni imponer sanción al servidor público, en atención a los principios que rigen el derecho administrativo disciplinario y a los elementos y circunstancias en que se produjo el proceder de dicho servidor público.

Por consiguiente, los motivos de inconformidad que se han considerado esencialmente fundados son suficientes para provocar la modificación de la resolución impugnada, en la parte conducente en la que se le atribuye responsabilidad a J. Jesús Lule Ortega, para que en su lugar rija lo que se ha expuesto en este estudio; se deje insubsistente la sanción que le fue impuesta al actor, consistente en amonestación privada prevista en el artículo 13, fracción I de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, así como el registro de la sanción ordenado en el resolutivo Tercero de la resolución impugnada.

Se señala al Instituto Federal Electoral el plazo de quince días hábiles contados a partir del siguiente a aquel en que le sea notificada la presente ejecutoria, para que le dé cumplimiento en sus términos, de lo cual deberá informar a esta Sala Superior, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes.

Por lo anteriormente expuesto y fundado SE RESUELVE:

PRIMERO. Se modifica la resolución de quince de diciembre de dos mil cuatro, dictada por el Contralor Interno del Instituto Federal Electoral en el expediente CI/29/108/2004.

SEGUNDO. Se deja insubsistente la sanción impuesta a J. Jesús Lule Ortega consistente en amonestación privada, así como el registro de dicha sanción ordenado en el resolutivo Tercero de la resolución impugnada.

TERCERO. Se concede al Instituto Federal Electoral el plazo de quince días hábiles, contados a partir del siguiente a aquel en que le sea notificada la presente ejecutoria, para que le dé cumplimiento en sus términos, de lo cual deberá informar a esta Sala Superior, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes.

NOTIFÍQUESE al actor por correo certificado, en el domicilio calle Cañaveral número veintiséis, Colonia Carrizal, Código Postal 76030, en la ciudad de Querétaro, Querétaro, y por oficio al instituto demandado. En su oportunidad, archívese este expediente como asunto total y definitivamente concluido.

Así lo resolvieron, por mayoría de tres votos, los Magistrados que integran la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en contra del voto de los Magistrados Eloy Fuentes Cerda y Alfonsina Berta Navarro Hidalgo, y con la ausencia del Magistrado José de Jesús Orozco Henríquez, ante el Secretario General de Acuerdos, que autoriza y da fe.

VOTO PARTICULAR QUE, CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 187 DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN,  EMITEN LOS MAGISTRADOS ALFONSINA BERTA NAVARRO HIDALGO Y ELOY FUENTES CERDA.

Por disentir de la resolución mayoritaria que se pronuncia en el presente juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales de los servidores del Instituto Federal Electoral, los citados Magistrados formulan voto particular en los términos siguientes.

En principio, se coincide con la resolución mayoritaria en lo que se refiere a las razones que se emiten para declarar inatendibles e infundados los agravios hechos valer por el demandante, así como aquellas tendentes a descalificar los argumentos de defensa que éste propuso y que no fueron atendidos, de primera mano, por la Contraloría Interna del instituto demandado, y en cuanto a la valoración de las probanzas que ofreció y se tuvieron por desahogadas.  Igualmente, se comparten las consideraciones en que se sustenta que existieron elementos que ponen de manifiesto que la conducta y omisión por parte del actor, consistió en no haber observado uno de los requisitos previstos en los Lineamientos para la Autorización de Adecuaciones Presupuestarias para el Ejercicio 2003, como lo es el obtener de la Dirección Ejecutiva de Administración el oficio de autorización de inversión, previamente a la adquisición del vehículo objeto de la controversia.  

En cambio, es motivo de disenso, la conclusión a que se arriba en la mayoritaria, de que dicha conducta y omisión no tienen la magnitud suficiente para atribuirle al actor responsabilidad administrativa y la imposición de una sanción, motivo por el cual se concluye modificar la resolución impugnada, dejando insubsistente la amonestación privada que como sanción por esa irregularidad, le impuso la Contraloría Interna a J. Jesús Lule Ortega, así como el consecuente registro de dicha sanción.

En este tenor, si bien se coincide con la opinión de la mayoría, en los aspectos teóricos que exponen sobre el derecho administrativo sancionador, sus principios y finalidad, no así en los aspectos de hecho que toman en cuenta para determinar improcedente la atribución de responsabilidad e imposición de la sanción al actor.

En principio, se afirma en la resolución mayoritaria que con la conducta y omisión atribuida a J. Jesús Lule Ortega, no se trastocaron los artículos 1 y 3 del Estatuto del Servicio Profesional Electoral y del Personal del Instituto Federal Electoral, y 7 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, reproducidos en dicho fallo; empero, en concepto de los disidentes, sí se vulnera uno de los objetivos que el artículo 3º señala corresponde al Servicio Profesional Electoral, específicamente en la fracción III, que dice:

“III. Asegurar que el desempeño de sus miembros se apegue a los principios rectores de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad;”

Al igual que en lo dispuesto en el artículo 7 mencionado, que precisa:

“Será responsabilidad de los sujetos de la Ley ajustarse, en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones, a las obligaciones previstas en ésta, a fin de salvaguardar los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que rigen en el servicio público.”

En el caso, la infracción a la normatividad que debió observarse para la adquisición del vehículo cuestionado, en estricto derecho, es un claro ejemplo de que no hubo un apego íntegro al principio rector de legalidad, pues no se hizo aquello que por disposición legal se estaba obligado a realizar, es decir, se constata la existencia de la obligación y el incumplimiento por parte del servidor público actor; además de que resulta vulnerado el principio rector de certeza con el hecho de haberse adquirido un vehículo sin existir de por medio la autorización escrita (oficio de la Dirección Ejecutiva de Administración), a pesar de haber un riesgo natural de que ésta nunca fuera otorgada, porque la circunstancia de que se hubiera aprobado la moción para la compra de un sexto vehículo en la sesión extraordinaria número 09/2003 del Subcomité de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios de la Junta Local Ejecutiva del Instituto Federal Electoral en el Estado de Tlaxcala quien, dicho sea de paso, carecía de facultades suficientes para otorgar la autorización definitivita atinente, ello no era bastante para tener por cierto que se otorgaría la autorización definitiva, ya que estimarse de esa manera, tornaría obsoleto el contenido del último párrafo del número 2 del apartado B de los citados lineamientos administrativos, en que se apoya la resolución mayoritaria para poner de manifiesto que su interpretación gramatical evidencia que la autorización es requisito previo para el ejercicio de los recursos, la cual debe ser expresada por medio del oficio respectivo que otorgue la Dirección Ejecutiva de Administración.  Riesgo que traería por consecuencia la adquisición de un vehículo a cierto precio que, de no obtenerse la autorización correspondiente, debe ser devuelto o vendido con el fin de recuperar el dinero que se invirtió en él, con la consecuencia lógica, de acuerdo a lo que dicta la experiencia cotidiana, de no obtenerse en su totalidad la cantidad invertida, ya que es bien sabido que un vehículo, una vez que sale por venta de la agencia automotriz, se devalúa, lo que redundaría en el patrimonio del instituto demandado. 

Razón esta última, por la cual, además, no se comparte el punto de vista jurídico de la mayoría respecto a que la infracción al artículo 8 de la ley federal de responsabilidades administrativas invocado no generó un riesgo a la función pública.

Por otra parte, en el proyecto se dice que J. Jesús Lule Ortega se ubicó en una posición en la que pretendió cumplir diligentemente su función conforme con sus atribuciones; mas, tal diligencia no se aprecia que haya sido desplegada de forma profesional, es decir, apegada al cumplimiento de las normas, por el contrario, por encima de éstas y a pesar de su existencia, dado que no puede alegarse que el enjuiciante actuó sobre la base de una creencia errónea de que sí estaba facultado para realizar la inversión atinente sin existir de por medio el oficio de autorización, pues se trata de una persona que por los años que se ha desempeñado en el cargo que tenía (Vocal Ejecutivo de la Junta Local en Tlaxcala) es irrebatible que conocía a la perfección el trámite que debía llevarse a cabo, tan es así, que solicitó la expedición del citado oficio, aunque, tal vez, ateniéndose a que podría lograr la regularización de la operación que llevó a cabo, como en otras ocasiones se había hecho, no imaginó que este particular evento trascendería, con las consecuencias inherentes a una función pública indebidamente ejercida.

Ciertamente, no se aprecia que su actuar haya sido doloso o con mala fe, pero sí resultado de una práctica viciada que no debe, por ningún motivo, permitirse en el desempeño de la función pública, ni aun bajo la justificación de que a posteriori puede regularizarse ese ejercicio, porque de acogerse esa permisión, sin duda trascendería en el correcto y eficaz cumplimiento de esta función, la cual debe ceñirse, indefectiblemente, a la normatividad que la regula, en aras de una buena marcha en la Administración.

Se señala en el proyecto, a manera de justificación de la actuación de J. Jesús Lule Ortega, que si bien no cumplió con la espera del oficio de autorización para invertir en el vehículo materia de discordia, sí se acogió al resto de los lineamientos administrativos que para ese trámite de adecuación presupuestaria compensada se exigían; situación que ciertamente puede beneficiarle para aminorar la responsabilidad administrativa y aplicación de la sanción que le corresponde, porque finalmente había razones especiales que de alguna manera pueden atenuar su culpa, mismas que doy por reproducidas de la resolución mayoritaria, donde fueron ampliamente detalladas, pero no llegan al extremo de desvanecer y dejar en la nada una situación irregular e ilegal qué él mismo propició y llevó a cabo con pleno conocimiento de causa, dada su experiencia y antigüedad en el cargo que ocupaba, como quedó plenamente comprobado en el sumario laboral, razón por la cual, la sanción impuesta por la Contraloría Interna del Instituto Federal Electoral, consistente en una amonestación privada, que es una corrección disciplinaria cuyo propósito es llamar la atención, advertir o prevenir a los autores de las faltas de disciplina para que se abstengan de la realización de conductas contrarias al desarrollo de su función, logrando con ello hacer conciencia de su conducta ilícita y de esa manera evitar irregularidades mayores, se estima correcta y acorde con las circunstancias del caso, las atenuantes de la responsabilidad del actor, su personalidad moral, sus antecedentes laborales y condiciones personales, así como a la conveniencia de suprimir esta práctica ilícita, porque a contrario sensu, de dejarla impune, puede propiciar un mal ejemplo entre los restantes funcionarios y llegar a extremos que posteriormente serán difíciles de enmendar.

Así se concluye, que en el caso, debe confirmarse la sentencia de la Contraloría Interna del instituto demandado, prevaleciendo la imposición de sanción a que se hizo merecedor J. Jesús Lule Ortega, por su plena responsabilidad administrativa en la conducta y omisión que le fue atribuida.
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